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Materia principal
1.3. Dependencia y Servicios Sociales	
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	

1.3.2.3. Servicios Sociales	

1.3.2.3.1. Personas Mayores
Las personas mayores van conformando un porcentaje cada vez más cuantioso de nuestra sociedad, de 

tal modo que, siempre que, como hasta ahora ha sido, sigamos considerando como mayores a las personas 
de 65 años o más, las estadísticas presentan una previsión de pirámide poblacional en la que el número de 
residentes en Andalucía incardinados en este tramo vital superará el millón y medio de habitantes a partir 
del año 2021, en una evolución ascendente en los años venideros. Aún así, puesto que nuestra comunidad 
autónoma es la más poblada de España, el porcentaje de personas mayores de 65 años no alcanza el 15% 
respecto al total de la población, que según el último censo publicado por el INE (a fecha de 1 de enero de 
2019), asciende a 8.414.240 habitantes.

Lógicamente, este incremento de personas mayores tiene una importante influencia en múltiples 
sectores, desde el económico hasta el de la organización y sostenimiento de los servicios públicos y, más 
particularmente, de servicios y prestaciones sanitarios, sociosanitarios y sociales, que en lo sucesivo no 
puede soslayarse entre los pilares de vertebración del sistema.

Desde un plano más corto, por lo que en este subcapítulo interesa, no podemos sino concluir que las 
personas mayores carentes de autovalimiento, en mayor o menor medida, también sufren las deficiencias 
del Sistema de la Dependencia y les alcanzan los retrasos en la valoración de la discapacidad.

Como especificidades propias de su tramo vital, citaremos las que surgen en torno a la necesidad de 
mantener su vinculación como parte de la sociedad, el respeto a su voluntad en el acceso a recursos 
públicos, el aseguramiento de la calidad en el funcionamiento de los mismos y la organización y gestión 
adaptada a la población mayor de las zonas rurales.

Uno de los grandes retos a los que se enfrenta nuestra sociedad es combatir la soledad y aislamiento que 
padecen, en especial, las personas mayores, que hace mella en su salud, tanto física como psíquica. En 
este sentido, la Administración debe procurar articular todo tipo de políticas públicas, medidas y recursos 
para paliar dicha situación.

En este contexto, el servicio de ayuda a domicilio que prestan los Ayuntamientos con financiación propia, 
o los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales a través de la financiación del Sistema de la Dependencia, 
cumple no solo la función de prestar un servicio que ayuda a la persona mayor con las tareas domésticas o 
de higiene personal, sino, a su vez, con la de dar compañía a personas que, en ocasiones, por impedimentos 
físicos no pueden salir de sus hogares y, en otras tantas, no tienen familiares o amigos con los que poder 
relacionarse o mantener algún tipo de vínculo afectivo, por lo que el servicio de ayuda a domicilio viene a 
constituir en muchos casos para estas personas mayores algo parecido al establecimiento de una relación 
de quasi-amistad o familiaridad con el personal auxiliar que les atiende.

Atendiendo a dicha realidad, desde esta Institución queremos incidir en la importancia de la correcta 
coordinación y planificación para el buen funcionamiento del referido servicio, de manera que no se 
produzcan cambios constantes o injustificados del personal auxiliar que lo desarrolla (queja 19/5463), 
no se cambien sin justificación los días y horarios previamente programados de prestación del servicio 
para evitar las molestias que estas alteraciones causan a las personas mayores, generalmente, con unos 
hábitos prefijados y que se desestabilizan con más facilidad (queja 19/4846) o, si es posible, se atienda a 
la preferencia de la persona mayor de que quien acuda a su casa para ayudarle en tareas, como el aseo 
personal, por pudor, sea un hombre o una mujer (queja 19/0578).
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Tal y como hemos expuesto, para las personas mayores, en especial, las que viven solas, supone un aspecto 
positivo el mantener un vínculo de confianza y de cierta afectividad con la persona que acude a su casa a 
prestar el servicio de ayuda a domicilio. Esta circunstancia se pone especialmente de relieve en la queja 
19/2772, en la que la persona dependiente, que es sordociega, solicita que no le cambien a la auxiliar que 
venía atendiéndola, con la que había mejorado mucho en autonomía, por ser la única que conoce la lengua 
de signos y técnicas guía con experiencia trabajando con 
personas sordociegas y, por ello, la única con la que puede 
mantener una relación de comunicación y afectividad 
personal, más allá del cumplimiento de sus labores de 
ayuda a domicilio.

En conexión con lo anterior, destacaremos, una vez 
más, la importancia del respeto a su voluntad, explícita 
o implícita, fundamentalmente a la hora de asignarles un 
recurso residencial que no provoque una ruptura con sus 
vínculos familiares y afectivos (como examinamos en la 
queja 19/0071 anteriormente citada).

Desde esta defensoría se viene encomendando que 
cuando la Administración elabore el PIA tenga en cuenta 
y respete la voluntad que la persona dependiente o sus 
familiares hayan manifestado de acceder a una plaza residencial dentro del ámbito del municipio en 
que ellos residan e, incluso, en un determinado centro, ya que son numerosos los casos en los que la 
persona dependiente lleva años ingresada en un concreto centro, al que ya está habituada y del que sacarla 
supondría un efecto desfavorable con consecuencias negativas, tanto desde el punto de vista psicológico 
como afectivo.

Son numerosos los casos en los que la familia, consciente y voluntariamente, acepta esperar el tiempo 
que sea necesario hasta que quede vacante una plaza en el centro concreto que demanda o en el municipio 
que haya señalado. En tales situaciones, entendemos que la Administración debería contactar con la 
persona dependiente o con su familia para ofrecerles como segunda opción la prestación económica 
vinculada al servicio de atención residencial, aunque no esté propuesta de forma alternativa en el PIA, 
sin necesidad de que medie un previo desistimiento para reiniciar el expediente y poder acceder a dicha 
prestación.

Igualmente consideramos, en sentido inverso, que aún cuando la prestación económica vinculada al 
servicio de atención residencial esté propuesta como segunda opción en el PIA, tras el recurso residencial, 
siempre debe recabarse el consentimiento de la persona dependiente o de su familia para su aprobación, 
no siendo aceptable que por parte de la Administración se apruebe la prestación vinculada sin dicho 
consentimiento, ya que voluntariamente podrían decidir seguir en la lista de espera hasta que se produzca 
una plaza vacante en el centro que demandan o en un centro de su municipio de residencia.

Atendiendo el planteamiento expuesto, pudiera disminuir el número de familias que aceptan una plaza 
residencial en un municipio lejano al de su residencia habitual con la esperanza de que con la tramitación 
subsiguiente de un traslado van a poder optar en un breve periodo de tiempo a una plaza en el centro 
deseado sito en su localidad. En la mayoría de los casos dichas expectativas se ven frustradas, a lo que se 
une que el ingreso en un centro distante provoca malestar, desasosiego y perjuicios físicos y psíquicos, no 
solo en las personas dependientes, sino en sus familiares (esposo/a, hijos, sobrinos, hermanos, etc.). La 
distancia es un escollo, en especial, difícilmente superable cuando los familiares son, a su vez, personas 
mayores, que no disponen de vehículo y están aquejadas de problemas de salud que les limita en el uso 
del transporte público. Todo ello provoca la ruptura de los lazos afectivos, con la consiguiente repercusión 
anímica negativa y de deterioro físico que se exponen en muchas de las quejas que se tramitan (queja 
19/2272, queja 19/5005 y queja 19/1670).

“Respeto a su voluntad, 
explícita o implícita, 
fundamentalmente a la hora 
de asignarles un recurso 
residencial que no provoque 
una ruptura con sus vínculos 
familiares y afectivos”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-dicta-la-resolucion-que-permitira-el-traslado-de-centro-solicitado-para-su-madre
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-dicta-la-resolucion-que-permitira-el-traslado-de-centro-solicitado-para-su-madre
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/trasladaran-a-su-hijo-dependiente-a-otra-residencia-mas-cercana-a-la-familia
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En otro aspecto, queremos destacar la importancia del ejercicio de una adecuada labor de supervisión 
por parte de la Administración del funcionamiento de los centros residenciales para personas mayores, 
tanto públicos como privados, de manera que se garantice que los mismos ofrecen un servicio de calidad 
a sus residentes.

Es, no obstante, reducido el número de quejas en las que por parte de los residentes o, lo que es normal, 
por parte de sus familiares, se denuncia la falta de higiene, de limpieza, deficitaria alimentación, trato 
inadecuado por parte del personal al usuario o falta de personal auxiliar o de enfermería en centros 
residenciales.

Asimismo, se observa que la mayoría de dichas quejas son formuladas ante esta Institución sin que 
previamente los hechos que se exponen hayan sido formalmente puestos de manifiesto ante el centro o 
ante la Administración competente para inspeccionar los mismos; por lo que habitualmente instruimos 
a las personas de la conveniencia de denunciar los mismos por la vía que permita poner en marcha los 
instrumentos de control pertinentes. La mayoría de estas quejas han sido cerradas por falta de aportación 
de datos o requisitos necesarios de acuerdo con nuestra normativa para su tramitación (quejas 19/0036, 
19/2224, 19/6824 y 19/4158).

Para terminar, al hilo de las necesidades trasladadas habitualmente por las personas mayores de ámbito 
rural, debemos postular la adaptación de la organización y gestión de los recursos y servicios de que 
puedan beneficiarse a las condiciones de reparto poblacional, estableciendo las medidas que contemplen 
las especiales necesidades de las zonas rurales.

Para lograr dicho objetivo, se precisa una estrecha e intensa labor de colaboración y cooperación entre 
las Administraciones locales, Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales y, a su vez, entre estas y la 
Administración Autonómica, de forma que los recursos y servicios sociales de que se disponen puedan 
articularse de manera que satisfagan y beneficien a las personas que residen en zonas rurales en igualdad 
de condiciones con respecto a la población que reside en núcleos urbanos.
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Este tema en otras materias
BALANCE DEL DEFENSOR

1. Introducción
…

Especialmente contundente ha sido el informe del relator de la ONU de pobreza severa, Philip Alston. 
Apenas dos semanas de visita le han bastado para detectar la gravedad de lo que hace años venimos 
alertando Instituciones garantistas de derechos y organizaciones sociales. La recuperación de la crisis 
está siendo a dos velocidades, venimos diciendo en nuestros últimos Informes, en los que analizamos las 
consecuencias de la crisis económica.

La lista de los problemas apuntados por el relator es larga. Así, la España poscrisis registra más pobreza 
y exclusión; un inadecuado sistema de protección social, con unas ayudas sociales insuficientes, como 
por ejemplo las pensiones no contributivas que no llegan a los 400 euros al mes;   unos servicios sociales 
“colapsados por la burocracia”; crisis de vivienda; alta tasa de abandono escolar prematuro (el peor de la 
UE)... mientras que los ricos cada vez tienen más dinero y pagan menos impuestos. 

Por colectivos, el informe del relator destaca la desatención de los habitantes en zonas rurales, las 
trabajadoras domésticas y las personas con discapacidad. Especialmente alarmante son las condiciones de 
algunos campamentos de inmigrantes, que sobreviven en condiciones «mucho peores que un campamento 
de refugiados», y la exclusión de las personas de etnia romaní.

…

3.  Cuestiones relevantes
3.1.  Andalucía despoblada

La despoblación no es un fenómeno nuevo. Viene de lejos, es global y parece irreversible. Todas las 
poblaciones han buscado las mejores oportunidades que les daban las ciudades, y esa tendencia sigue en 
aumento. Más de la mitad de la población mundial vive ya en ciudades y se estima que en diez años ese 
porcentaje aumentará al 60%. El acceso generalizado a la información y a la comunicación por internet 
invita aún a desplazarse a lugares con amplia red de cobertura. 

Andalucía no es ajena a este fenómeno. La existencia de zonas y comarcas geográficas con una bajada 
de población es un hecho constatable según un reciente informe de la Federación Andaluza de Municipios 
y Provincias (FAMP). Las zonas escasamente pobladas (menos de 50 hab./km2) ocupan el 65,9% del 
territorio andaluz. El 14,3% del territorio está muy escasamente poblado, 73 municipios están por debajo 
de 8 hab./km2. Aproximadamente, el 70% de los municipios andaluces (534) han perdido población con 
respecto a 1960. La mitad de los municipios andaluces, 389, está perdiendo población en el siglo XXI, el 
90% son municipios rurales de menos de 5.000 habitantes.

El Defensor del Pueblo andaluz tiene la misión de garantizar el cumplimiento de los derechos sociales 
de los andaluces con independencia del territorio en el que vivan, por lo que desde hace algún tiempo 
viene manifestando su preocupación por el impacto que este fenómeno está causando en estas comarcas 
en cuanto al cumplimiento de esos derechos. No se trata de una percepción teórica; a las quejas que 
recibimos de la ciudadanía afectada sumamos las comprobaciones in situ que realizamos con la Oficina de 
Información y Atención Ciudadana (OIAC) del Defensor del Pueblo andaluz, que se acerca a la ciudadanía 
para conocer de primera mano sus preocupaciones y problemas, con mayor atención a las comarcas más 
aisladas o distantes de grandes núcleos poblacionales.

Venimos trabajando desde hace tiempo -y tenemos el compromiso de seguir haciéndolo bajo una línea 
estratégica común- en el impacto que está sufriendo la Andalucía vaciada en un amplio abanico de 
prestaciones, con consecuencias sobre la igualdad de derechos y oportunidades. Seguimos detectando 
preocupaciones en los padres que reclaman un centro educativo cercano y con los recursos necesarios 

https://news.un.org/es/story/2020/02/1469232
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/visitamos-tu-ciudad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/visitamos-tu-ciudad
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para sus hijos e hijas; en la atención médica con la insuficiencia de recursos, algo que hemos detectado por 
ejemplo en los cuidados a personas en el proceso final de la muerte; la soledad de las personas mayores, 
más necesitadas por tanto de recursos de dependencia o de actividades de envejecimiento activo; en 
exclusión financiera, que obliga a vecinos de estas comarcas a desplazarse a otras localidades para realizar 
sus gestiones bancarias ante la desaparición de oficinas locales; en el aislamiento que produce el mal 
estado o carencia de infraestructuras de comunicación, viarias o ferroviaria, incluido el servicio público; 
en la falta de políticas de formación para el empleo para las personas jóvenes; o en el abandono de las 
actividades agrarias o ganaderas tradicionales, que suponen no solo un estilo de vida a conservar, sino un 
posible yacimiento de empleo. Como nos comentaban en una visita a la comarca onubense de Aracena: la 
Sierra es maravillosa, pero es muy duro vivir en ella.

Con especial dedicación, hemos atendido quejas de familias que han visto suprimidas las líneas 
educativas en las que estudiaban sus hijos en sus municipios o en sus cabeceras de comarca, caso de las 
provincias de Granada y Almería, en concreto en la Alpujarra. El coste de vivir en este medio rural incluye 
desplazamientos por una red viaria con deficiencias; la existencia de aulas con alumnos de diferentes 
niveles; la ausencia o la oferta reducida de actividades extraescolares; la falta de referentes profesionales 
y menores oportunidades de socialización, entre otras carencias. Pero si los padres y madres deciden 
mudarse con sus hijos a municipios de mayor dimensión en la búsqueda de otras ofertas educativas, las 
aulas quedarán vacías. Las poblaciones sin renovación generacional, los pueblos y aldeas sin niños son el 
anticipo de la desaparición de estos espacios habitados que hacen sostenible el territorio: Recreos mudos, 
pueblos muertos.

En el ámbito de la salud, a lo largo de nuestros informes también tenemos detectados los problemas de 
aquellas poblaciones que tienen lejanos sus hospitales o centros de referencia e, incluso, los centros de 
salud. También con ocasión del Informe Especial de Muerte Digna en Andalucía conocimos las carencias 
de personal médico en las zonas rurales para atender a las personas en este proceso y ante la necesidad 
de cuidados paliativos, así como la carencia de pediatras en general pero más acusada en este entorno. 
En 2020 está previsto analizar en profundidad las repercusiones de la despoblación en la salud durante 
las Jornadas de Coordinación de Defensores que se celebra anualmente y que organizará el Defensor del 
Pueblo de Castilla y León (al cierre de este balance, se ha aplazado ante la situación creada por la crisis 
del Covid-19). 

En el trabajo realizado en las distintas visitas a las comarcas andaluzas, especialmente en las reuniones 
con los alcaldes y alcaldesas, nos siguen trasladando otros problemas que afectan a pequeños núcleos 
de población y zonas rurales, como son los relacionados con las personas mayores; las dificultades para 
la movilidad, o la falta de políticas de formación atractivas y adaptadas al territorio para que supongan 
una fuente de riqueza.

Destaca además una consecuencia a la que venimos dedicando especial atención, como es la 
denominada exclusión financiera, un término que ha venido a dar nombre a la situación que sufre la 
población que reside en municipios rurales y dispersos a causa del cierre de oficinas bancarias.

Existe un porcentaje importante de la población que reside en localidades pequeñas que, por su edad o 
por otras razones, carece de una mínima cultura digital y el acceso a los medios electrónicos les resulta 
complicado y, a veces, imposible. Estas personas serían las que se ven especialmente perjudicadas por el 
cierre de sucursales. El desplazamiento a oficinas ubicadas en poblaciones cercanas para la realización 
de las gestiones necesarias no es una solución siempre factible, bien porque no se disponga de medios 
propios de transporte, porque las comunicaciones de transporte público no estén bien desarrolladas o 
por no poder hacer frente al coste que estos desplazamientos implican.

Hemos trabajado con ayuntamientos, diputaciones y las principales entidades financieras radicadas en 
Andalucía, con una propuesta amplia de soluciones. En general la respuesta obtenida de Administraciones 
y entidades financieras coincide con la preocupación de esta Institución, señalando algunas posibles 
alternativas y ofreciendo su colaboración para el estudio conjunto de soluciones que puedan dar 
satisfacción a las necesidades de la población rural sin recursos tecnológicos.
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Al igual que en los avances obtenido en algunas poblaciones en las soluciones para el acceso a los 
bancos, deseamos que con nuestra contribución logremos garantizar un igual acceso a los recursos 
independientemente del territorio. Compartimos la legítima atención a la Andalucía despoblada, porque 
todos los andaluces tienen igual derecho a acceder a servicios y equipamientos, poniendo en valor 
patrimonios en áreas amenazadas que no se pueden mantener sin servicios públicos con dotaciones 
adecuadas ni el fomento de actividades sociales y económicas.

3.2.  Personas mayores
Andalucía es la primera comunidad autónoma en número de personas mayores de 65 años. Las 

estadísticas presentan una previsión de pirámide poblacional en la que el número de residentes en 
Andalucía incardinados en este tramo vital superará el millón y medio de habitantes a partir del año 
2021, en una evolución ascendente en los años venideros. El porcentaje de personas mayores de 65 
años alcanza el 15% respecto al total de la población, que según el último censo publicado por el INE (a 
fecha de 1 de enero de 2019), asciende a 8.414.240 habitantes.

El Defensor del Pueblo andaluz atiende las especificidades propias de este período vital y aborda desde 
una perspectiva integral la importancia de la intervención pública frente a los peligros de su soledad y 
aislamiento, el respeto a su voluntad, explícita o implícita, así como los recursos y servicios que precisan 
(ya sea asistenciales, o bien para participar activamente en la sociedad o compartir el ocio). 

Uno de los grandes retos a los que se enfrenta nuestra sociedad es combatir la soledad y aislamiento 
que padecen, en especial, las personas mayores, que hace mella en su salud, tanto física como psíquica. 
En este sentido, la Administración debe procurar articular todo tipo de políticas públicas, medidas y 
recursos para paliar dicha situación. En este contexto, el servicio de ayuda a domicilio que prestan los 
Ayuntamientos con financiación propia, o los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales a través de 
la financiación del Sistema de la Dependencia, cumple no solo la función de prestar un servicio que 
ayuda a la persona mayor con las tareas domésticas o de higiene personal, sino, a su vez, con la de dar 
compañía a personas que, en ocasiones, por impedimentos físicos no pueden salir de sus hogares y, 
en otras tantas, no tienen familiares o amigos con los que poder relacionarse o mantener algún tipo de 
vínculo afectivo.

En otro aspecto, queremos destacar la importancia del ejercicio de una adecuada labor de supervisión 
por parte de la Administración del funcionamiento de los centros residenciales para personas mayores, 
tanto públicos como privados, de manera que se garantice que los mismos ofrecen un servicio de calidad 
a sus residentes. La envergadura de este problema y su dimensión humanitaria, puesta en evidencia 
como consecuencia de la pandemia del Covid-19, nos exige una mayor salvaguarda y protección de este 
colectivo, considerado el más vulnerable de esta crisis sanitaria y de emergencia social. 

También hace años que las administraciones públicas están implementando políticas en materia 
de envejecimiento y, en particular, de envejecimiento activo, a fin de potenciar sus capacidades y su 
bienestar físico y social. Los centros de participación activa de personas mayores, son un ejemplo de 
ello, como también las Aulas Universitarias de Mayores, los programas de voluntariado de personas 
mayores, las actividades culturales y lúdicas dirigidas a este colectivo, los programas de turismo y 
termalismo, etc.

Pero quedan muchos retos pendientes. Un caso sería el de los mayores que residen en el medio rural. 
Debemos postular la adaptación de la organización y gestión de los recursos y servicios de que puedan 
beneficiarse a las condiciones de reparto poblacional, estableciendo las medidas que contemplen 
las especiales necesidades de las zonas rurales. Para lograr dicho objetivo, se precisa una estrecha e 
intensa labor de colaboración y cooperación entre la Federación de Municipios y Provincias de Andalucía 
(FAMP), las Administraciones locales, Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales y, a su vez, entre estas 
y la Administración Autonómica, de forma que los recursos y servicios sociales de que se disponen 
puedan articularse de manera que satisfagan y beneficien a las personas que residen en zonas rurales 
en igualdad de condiciones con respecto a la población que reside en núcleos urbanos.
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3.5. El derecho a una buena administración
A esta Institución llegan un considerable porcentaje de demandas ciudadanas que denuncian las 

excesivas demoras en que incurren las Administraciones públicas andaluzas (meses e incluso años) para la 
resolución de los procedimientos, sin obtener información que justifique esos retrasos. Supone una realidad 
preocupante que la ciudadanía, en numerosas ocasiones, ponga en entredicho que se esté cumpliendo con 
el artículo 31 del Estatuto de Andalucía que garantiza el derecho a una buena administración, sobre todo 
en cuanto a que sus asuntos sean resueltos en un plazo razonable. 

Esta injustificada inactividad o silencio de las Administraciones públicas andaluzas, además de suponer 
un reiterado incumplimiento de las normas legales y reglamentarias que están obligadas a observar, 
puede ocasionar, en muchos supuestos, un perjuicio concreto a la ciudadanía, al tener que acudir a la vía 
judicial para el reconocimiento de sus derechos y pretensiones, con los consiguientes perjuicios que ello 
le comporta, incluso de índole económica al tener que afrontar los gastos de asistencia jurídica.

Pueden encontrarse ejemplos de estas demoras, en ocasiones de forma desproporcionada e incluso 
abusiva, como ya se han reseñado al principio de este balance.

La falta de personal necesario, el recurso del silencio administrativo, los procedimientos lentos y 
farragosos, la desinformación sobre los expedientes... llevan a provocar el desaliento en la ciudadanía y 
la impresión de que la Administración no funciona bien. Acuden al Defensor del Pueblo andaluz -nos han 
indicado en algunas quejas- con una confianza: que no nos parezcamos a la Administración.

En un Estado de Derecho la actividad administrativa es crucial para la consecución del interés general y, 
desde esta perspectiva, los principios constitucionales y estatutarios que la delimitan, sujetan la actuación 
pública a unas normas procedimentales a través de las cuales la Administración debe manifestar su voluntad 
y garantizar el cumplimiento de dichos principios.

Principios que no se detienen en la mera observancia estricta de procedimiento y trámites, sino que más 
allá reclaman la plena efectividad de garantías y derechos reconocidos legal y constitucionalmente a la 
ciudadanía, entre los que se encuentran el correspondiente a que sus asuntos se traten de manera objetiva 
e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable. 

Estas disfunciones en la actuación de los organismos y entidades públicas, desgraciadamente, no 
constituyen una novedad en el ámbito de las relaciones de la ciudadanía con la Administración. Las demoras 
y retrasos en la actuación administrativa vienen a constituir un mal endémico en el funcionamiento de 
nuestras Administraciones públicas que no termina de resolverse a pesar de las medidas y garantías que 
se han ido incorporando para combatirlo. 

Y no será porque las distintas leyes reguladora del Procedimiento Administrativo hayan ahorrado medidas 
para evitar estas situaciones o paliar sus consecuencias. Así, entre otras medidas, se ha impuesto a las 
Administraciones la obligación de resolver sus procedimientos en un plazo determinado; la obligación de 
publicar los plazos máximos de duración de sus procedimientos; la obligación de motivar la ampliación del 
plazo para resolver un procedimiento cuando concurran causas justificadas; la obligación de racionalizar, 
normalizar y automatizar sus procedimientos; la obligación expresa que se impone a las autoridades y 
personal al servicio de las Administraciones de cumplimiento de los plazos establecidos legalmente; 
la responsabilidad disciplinaria en que pudieran incurrir por incumplimiento de dicha obligación; la 
ampliación de los plazos para recurrir los actos presuntos.

Sin embargo, en la práctica, estas medidas han tenido un carácter más formal que efectivo para la 
consecución del fin perseguido. Frente a ello, es imprescindible la creación de un clima contrario al 
retraso en la actuación de las Administraciones públicas, que debe implicar a todas las partes afectadas 
por este problema y que se proyecta a toda la sociedad, por cuanto con esas prácticas dilatorias de la 
Administración no sólo se está vulnerando el derecho de la persona interesada a la tutela administrativa 
efectiva, sino que, finalmente, es el propio interés público el que resulta en última instancia perjudicado. 

Instituciones, como las Defensorías del Pueblo, deben ser parte especialmente comprometida en 
conseguir ese cambio de cultura que consiente y se resigna a las demoras en el actuar de la Administración 
como algo inevitable y consustancial al sistema. Pero, junto a ellas, todas las demás instancias públicas y 
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sociales deben asumir seriamente sus obligaciones al respecto y adoptar las medidas que procedan para 
garantizar de forma efectiva el derecho a una buena administración reconocido a la ciudadanía.

En definitiva, el contenido de este Balance clarifica nuestro trabajo y compromiso de presente y futuro, 
haciendo frente a los nuevos retos que nos demanda la ciudadanía para los próximos años. Y refleja, 
además, la apuesta de esta Defensoría por lograr la ansiada paz y convivencia de la ciudadanía andaluza 
en igualdad y disfrute de los derechos.

1.3. Dependencia y Servicios sociales	
1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	

1.3.2.1. Dependencia	
A lo largo de 2019 las quejas formuladas por la ciudadanía en relación con el Sistema de la Dependencia 

ha venido a igualar prácticamente la cifra registrada durante el año 2018, sobrepasando las 300.

El principal punto de discordia continúa consistiendo en la vulneración del plazo para resolver el 
procedimiento administrativo, completando un recorrido que comienza con la solicitud a instancia de parte 
y que pasa por la determinación de la entidad de la situación de dependencia y, en su caso, desemboca en la 
efectividad del derecho mediante la asignación de una prestación del Sistema o de un servicio del Catálogo.

La Disposición final primera de la Ley 39/2006 expresa que, en el marco de lo establecido en la Ley 
reguladora del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el plazo máximo para 
resolver el reconocimiento de la prestación de dependencia será de seis meses, independientemente de 
que la Administración competente haya establecido un procedimiento diferenciado para el reconocimiento 
de la situación de dependencia y el de prestaciones.

A este respecto, la comunidad autónoma de Andalucía se decantó por establecer dos procedimientos 
administrativos que, con autonomía y tramitación sucesiva dentro del expediente de la persona interesada, 
conducen a la efectividad del derecho. El primero, iniciado a instancia de parte, y duración máxima de tres 
meses, con intervención exclusiva de la Administración Autonómica y, el segundo, de oficio, destinado a la 
propuesta de recurso por los Servicios Sociales Comunitarios para su aprobación ulterior por la Delegación 
Territorial competente en materia de servicios sociales, en idéntico plazo máximo de tres meses.

Las demoras en la resolución de los expedientes de dependencia suponen, también en 2019, una superación 
del plazo legal máximo por encima de lo razonable, tanto en las actuaciones dirigidas al reconocimiento 
o revisión de grado, como en las que comporta la asignación de recurso. Seguimos hablando de espera 
de años y de, lamentablemente, numerosos casos en los que la persona dependiente fallece antes de ser 
valorada o de poder acceder al recurso que tenía propuesto (quejas 19/0440, 19/1220, 19/2782 y 19/3774).

El resto de cuestiones se distribuyen entre aspectos más puntuales y variados, como son asuntos sobre la 
financiación del servicio de ayuda a domicilio (impuntualidad en las transferencias entre Administraciones 
y en el abono de nóminas al personal auxiliar que lo presta; o disconformidades con el cálculo del copago 
de la persona usuaria); las discordancias en las cuantías o retroactividad de prestaciones; o la necesidad de 
plazas residenciales para personas con trastornos del espectro autista. A los que añadimos reivindicaciones 
sectoriales que cuestionan aspectos generales de la organización del Sistema, procedentes de las entidades 
prestadoras de servicios de dependencia (ayuda a domicilio, unidad de estancia diurna y atención 
residencial) en concierto con la Administración Pública que, surgidas al hilo del incipiente régimen de 
concierto, trasladan inquietudes justificadas en el desconocimiento del contenido para su materialización.

La insuficiente financiación del Sistema de la Dependencia explica que, año tras año, sean recurrentes y de 
afectación general los problemas trasladados por las personas que necesitan hacer efectivos los derechos 
reconocidos en la Ley 39/2006, que, como avanzábamos, permanecen anclados en las dificultades de 
obtener tanto el reconocimiento mismo del derecho (de la situación de dependencia en cualquiera de sus 
grados), como en obtener su efectividad, es decir, materializarlo con el reconocimiento de una prestación 
o servicio de su catálogo. En ambos casos, por demoras muy relevantes.
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La efectividad del derecho se torna en una necesidad de satisfacción más difícil, cuando se trata de 
personas precisadas de recursos residenciales para perfiles específicos, debido a la escasez de plazas 
concertadas y/o a la ambivalencia de la afectación. Por lo que a los retrasos generales se suma una 
traba adicional, que debería superarse en el ámbito de la coordinación e intervención conjunta de la 
Administración social y de la sanitaria.

La forma de asignar una plaza residencial a las personas mayores en situación de dependencia y, más 
específicamente, el respeto a su arraigo personal, familiar y social, también han motivado el pronunciamiento 
de esta Institución.

1.3.2.1.1. La valoración o revisión de la situación de dependencia que da acceso al 
Sistema	

La valoración inicial de la situación de dependencia o, en su caso, su revisión, -normalmente a instancia 
de la persona interesada por el deterioro de su estado-, concentran, como es habitual, las protestas 
consecuentes a una dilación en su práctica, que excede en mucho el lapso temporal que podría considerarse 
dentro de parámetros razonables.

No podemos olvidar que el plazo total que contempla la Ley desde la solicitud hasta que se disfruta de 
un recurso es de seis meses, y que en Andalucía el tiempo que se invierte en la valoración de la situación, 
conforme resulta de los expedientes que tramitamos, alcanza una duración de hasta un año y completar 
todo el itinerario, usualmente el tiempo de dos años.

Veníamos advirtiendo en los expedientes de años previos una falta de personal técnico de la Administración 
autonómica dedicado a realizar las valoraciones, que incidía de forma relevante en la dilación del 
procedimiento, especialmente acusada en determinadas zonas geográficas. A lo que añadíamos ocasionales 
demoras en un plano más relacionado con la eficacia en la gestión, incomprensible en los actuales tiempos 
de digitalización y Administración electrónica, que se revela en aspectos tales como el tiempo que se 
invierte en la remisión desde la Administración sanitaria del informe de condiciones de salud que forma 

parte del expediente; o del traslado del expediente físico entre la 
Administración Autonómica y la Local o incluso entre órganos de una 
misma Administración.

Cierto es que de las 19 recomendaciones dirigidas a la correspondiente 
Delegación Territorial de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación a lo largo del año, instando a la resolución del 
procedimiento de valoración o revisión, 17 fueron aceptadas (queja 
19/0645) y que al menos la mitad de las quejas gestionadas han 
finalizado con la conclusión favorable del expediente (queja 19/3020 
y queja 19/4115), aunque este resultado posiblemente sea, a partes 
iguales, tanto el producto de nuestra insistencia como un indicio de 
mejora en los tiempos de respuesta de la Administración.

1.3.2.1.2. El programa individualizado de atención	
El planteamiento más voluminoso en materia de Dependencia es el que tiene que ver con hacer efectivo 

el derecho, es decir, el que desemboca en el recurso dirigido a responder a las limitaciones que comporta 
esta situación, conforme a su entidad o grado, previa elaboración por los profesionales de los Servicios 
Sociales Comunitarios de la propuesta de dicho recurso.

El programa individualizado de atención, popularmente conocido como PIA, motiva la mayor cantidad de 
pronunciamientos por parte de esta Institución,(queja 19/0128 y queja 19/0636).

En conclusión, aunque desde la visión parcial que nos proporcionan los asuntos que se someten a nuestra 
consideración, carecemos de elementos objetivos para alcanzar conclusiones valorativas de la medida 
en que el publicitado plan de choque ha podido contribuir a reducir la lista de espera en este ámbito y 

“Falta de personal 
técnico de la 
Administración 
autonómica dedicado 
a realizar las 
valoraciones”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-una-larga-espera-la-persona-dependiente-es-valorada-y-se-reconoce-su-grado-de-dependencia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-una-larga-espera-la-persona-dependiente-es-valorada-y-se-reconoce-su-grado-de-dependencia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-valora-a-su-madre-y-le-reconoce-el-grado-ii-de-dependencia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-conceden-la-ayuda-por-dependencia-a-una-anciana-de-94-anos-con-una-plaza-en-un-centro-residencial
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-ofrece-a-una-persona-dependiente-la-plaza-vacante-en-el-centro-residencial-que
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-conceden-la-ayuda-por-la-dependencia-y-se-podra-quedar-en-la-residencia-en-la-que-se-encuentra
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en qué medida pudiera haber paliado sus tradicionales demoras, en nuestras actuaciones apreciamos 
únicamente resultados muy discretos, que queremos extraer de algunas de las respuestas positivas que la 
Administración competente en materia de políticas sociales nos ofrece.

En este sentido, debemos traer a colación el Acuerdo del Consejo de Gobierno, de 4 de junio de 2019, 
con vigencia hasta el 31 de diciembre de 2019, por el que se dispuso dar prioridad en la tramitación a 
determinados expedientes administrativos en materia de dependencia y que establece:

“Priorizar la tramitación de los expedientes administrativos relativos al procedimiento para el 
reconocimiento de la situación de dependencia y del derecho a las prestaciones de las personas menores 
de 21 años, especialmente las que tengan reconocida una situación de dependencia severa o gran 
dependencia, y de las personas mayores de 80 años, especialmente las que tengan reconocido el grado I 
de dependencia, y que se encuentren sin prestación reconocida.

Dichos expedientes se tramitarán con preferencia al resto, independientemente del orden de incoación 
de los mismos.”

Mencionamos este Acuerdo especialmente en relación con las personas mayores de 80 años en situación 
de dependencia moderada, para reseñar que, efectivamente, en años precedentes, la Administración 
Autonómica siempre había argumentado la mayor vulnerabilidad de dependientes de grado III y de grado 
II (grandes dependientes y dependientes severos), para justificar la razonabilidad de su priorización a la 
hora de acceder a un recurso.

Este proceder había relegado a un último plano a los dependientes llamados moderados o de grado I, a 
los que, en última instancia, tratándose de personas mayores, se había “conformado” con la consolidación 
prácticamente automática de un servicio con el que muchos de ellos ya contaban por otra de las vías 
posibles para ello, el de Teleasistencia que, como recurso por la de la dependencia, se renombró como 
“Servicio de Teleasistencia Avanzada” (STA).

Ocurrió que muchas personas en situación de dependencia moderada (que recordemos ha sido igualmente 
el grado afectado por sucesivas reformas legales que fueron retardando el calendario de efectividad de 
su derecho, hasta llegar a mediados del año 2015, generando un cúmulo de expedientes en expectativa), 
percibieron que con esta solución inesperada, su derecho quedaba en nada, se frustraba, al no traducirse en 
ventaja alguna la efectividad que tanto habían aguardado. Para estas personas en situación de dependencia 
moderada, fundamentalmente mayores, la solicitud no supuso más que trámites durante años, que no 
condujeron a ningún sitio.

El Acuerdo de 2019 aludido, en resumen, en su limitado período de actuación pretendía dar cabida en 
el Sistema al colectivo de personas mayores de 80 años con dependencia moderada, no sabemos en qué 
proporción candidatas a consolidar el servicio de teleasistencia aludido en los párrafos precedentes; junto 
a los menores de 21 con gran dependencia o dependencia severa, que seguramente lo serán a la prestación 
económica para cuidados en el entorno familiar.

Sin embargo, esta medida, ya conclusa al tiempo de redactar este Informe, ha sido traída a colación 
por personas que achacaban el retardo de sus expedientes al citado Acuerdo de priorización, indicando 
que en las distintas Administraciones, Autonómica y Local, los profesionales les habían referido tener 
instrucciones de no tramitar ningún expediente distinto a los incluidos en el ámbito de actuación de aquel. 
Una aseveración que, obviamente, no hemos podido contrastar, por cuanto en ninguna respuesta oficial 
se ampara la demora en este argumento.

Descendiendo al plano de sus recursos concretos, los del Catálogo de prestaciones y servicios, en esta 
anualidad han ocupado nuestros esfuerzos, entre otras, las siguientes cuestiones:

En primer lugar, respecto de la gestión de las plazas residenciales, en general y de las destinadas a 
personas mayores en particular, nos planteamos, por una parte, conocer el procedimiento interno para la 
adjudicación de tales plazas, cuáles son los criterios que se tienen en cuenta para asignar plazas y, si los 
mismos, son aplicados uniformemente por todas las Delegaciones Territoriales de la Consejería de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación.
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Por otra parte, hemos incidido en la cuestión relativa a si, con independencia de la asignación de plaza 
residencial conforme al orden de antigüedad del procedimiento, es posible establecer una lista de espera, 
voluntariamente aceptada, que permita saltar el turno de asignación a las personas con interés en ingresar 
en una residencia concreta, hasta que se produzca vacante en la misma. Petición esta que por razones de 
arraigo familiar y social nos dirigen muchas personas y que provoca el sufrimiento de las personas afectadas 
y de sus familiares.

A título ilustrativo esta cuestión fue explícitamente abordada en una queja cuya promotora planteaba 
una cuestión que, a nuestro entender, iba más allá de la mera constatación objetiva de la regularidad o 
inobservancia de los plazos para la efectividad del derecho de las personas en situación de dependencia, 
que usualmente motiva el pronunciamiento de esta Institución (queja 19/1337).

El contexto de la queja partía de haber tenido la familia de la dependiente que renunciar a la plaza 
residencial asignada al resolver el PIA, debido a que se ubicaba en un municipio a 60 kilómetros de su 
localidad de arraigo personal y familiar y, lógicamente, no querían extrañarla de su entorno.

La renuncia comportó la nueva petición de reapertura del expediente, confiados en que, en esta ocasión, 
pudieran obtener plaza en su municipio, acudiendo en este momento a esta Institución, dado que esta 
posibilidad pendía del azar, es decir, de la existencia de vacantes en el centro en que ya vivía la interesada, 
al tiempo del dictado de la resolución, en defecto de lo cual, se verían abocados a una nueva renuncia o a 
aceptar la prestación económica vinculada al servicio de atención residencial.

Considerando la situación y la frecuencia en que ha sido conocida en esta Institución, así como el 
sufrimiento que la distancia del familiar querido dependiente genera, entendimos que se trata de una 
realidad que debe ser enfocada con mayor amplitud de miras, dado que una decisión administrativa basada 
asépticamente en las prescripciones abstractas y generales de la norma, pero dictada de espaldas a la 
individualidad y circunstancias de su destinatario, puede ser legal pero nunca será justa y, desde luego, 
será insatisfactoria para la persona interesada.

Fundamentamos por ello que en la aplicación de la norma por los órganos competentes de la Administración, 
echamos a menudo en falta un enfoque más dinámico y versátil, menos rígido y encorsetado por el que, 
respetando la decisión administrativa el texto legal, le haga al propio tiempo cobrar vida y sentido en el 
caso concreto, corrigiendo la impersonalidad de sus términos generales hasta “humanizarla” por la vía del 
resultado alcanzado mediante la respuesta práctica ofrecida al supuesto particular a que atiende la misma.

La conveniencia de aplicar la norma más allá de su simple literalidad, viene reconocida en nuestro Código 
Civil (artículo 3.1), que previene que las normas han de interpretarse no solo según el sentido propio de sus 
palabras, sino completando tal literalidad con otros criterios, entre los que se encuentra el de la realidad 
social del tiempo en que se aplican y, de forma relevante, el de atender “fundamentalmente al espíritu y 
finalidad de aquellas”. Asimismo, en la aplicación de las normas debe ponderarse la equidad (artículo 3.2).

De este modo, consideramos que el espíritu y finalidad perseguido por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
es el de garantizar a las personas que sean reconocidas en situación de dependencia el derecho a recibir 
una atención adecuada a sus necesidades, entendiendo por “necesidades” tanto la material de acceder al 
recurso objetivamente prescrito como adecuado (recurso residencial en este caso), como las necesidades 
más intangibles pero netamente humanas, de preservación de los restantes intereses y vínculos afectivos 
(la familia y el entorno), sin los que la vida pierde sentido y sus días, calidad.

En conclusión, consideramos adecuado que las preferencias justamente fundadas en las circunstancias 
personales, familiares y sociales de las personas dependientes, permitan aplicar la norma con la flexibilidad 
oportuna.

Junto a las quejas individuales en que se plantean estas cuestiones, hemos abordado este asunto en la 
queja 19/0071, iniciada de oficio, que tiene específicamente por objeto examinar el procedimiento de 
adjudicación de plazas residenciales para dependientes mayores, como resultado de la cual hemos dirigido 
la pertinente Recomendación a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, con el fin 
de homogeneizar y dar publicidad a los criterios empleados por las distintas Delegaciones Territoriales a 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-a-la-administracion-que-resuelva-la-concesion-de-una-plaza-de-residencia-lo-mas-cercana
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-el-procedimiento-de-adjudicacion-de-plazas-residenciales-para-dependientes-mayores
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la hora de gestionar la lista de espera para acceder a una plaza 
pública o concertada en un centro residencial de mayores.

Pues bien, tras analizar los informes de la Agencia de 
Dependencia y de las Delegaciones Territoriales recibidos, desde 
esta defensoría se observó que no existía una regulación de dichos 
criterios y que la aplicación de los mismos no era uniforme en 
todas las provincias, por lo que se ha recomendado en la queja 
19/0071 la elaboración de unas instrucciones por parte de 
la referida Agencia en las que se reflejen todos los criterios 
excepcionales a tener en cuenta en orden a alterar el orden normal de incoación en los procedimientos de 
dependencia, que recojan todos los supuestos posibles y, particularmente, los de urgencia social acreditada 
mediante informe de los servicios sociales comunitarios; internamientos involuntarios por resolución 
judicial; traslados de centro tramitados conforme al Decreto 388/2010, de 19 de octubre; solicitudes de 
reagrupación familiar tramitadas conforme al mentado Decreto 388/2010; y los explicitados en el acuerdo 
del Consejo de Gobierno de 4 de junio de 2019.

Asimismo, se recomienda el establecimiento de un orden de aplicación preferente entre los citados 
criterios.

Por otra parte, en aras del principio de transparencia, resultaría de sumo interés dar publicidad al contenido 
de dichas instrucciones, de manera que se facilite su conocimiento no solo al personal de la Administración 
que tenga que aplicarlas, sino a todos los operadores y a la ciudadanía en general. Es por ello que, desde 
esta defensoría, se propone que dichas instrucciones, de acuerdo con lo dispuesto en párrafo segundo del 
apartado primero del art. 6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
sean objeto de publicidad, a través de su publicación en el BOJA y en la página web de la Consejería de 
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación.

En este contexto, se ha recomendado igualmente a la Administración autonómica que facilite a las 
personas dependientes y a los familiares que lo soliciten el acceder y conocer cuál es su posición en las 
listas de espera confeccionadas por las Delegaciones Territoriales.

Por último, es reseñable que la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, en la 
información ofrecida en la tramitación de la comentada queja de oficio, afirmó que “consciente de las 
dudas que puede suscitar este procedimiento, ha iniciado un proceso de revisión del procedimiento de 
reconocimiento de la situación de dependencia y el derecho a las prestaciones en el que se concretarán, 
entre otros aspectos, criterios de actuación al respecto que doten de mayor transparencia este proceso”, 
por lo que esperamos sean atendidas las recomendaciones expuestas.

En el curso de esta revisión, en todo caso, deberá examinarse igualmente la uniformidad de los criterios 
aplicados en el procedimiento de acceso a la Prestación Económica Vinculada al Servicio de Atención 
Residencial, ya que hemos detectado que existe una indeterminación en orden a justificar la razón por 
la que frecuentemente se recurre al reconocimiento de este recurso tras la renuncia de las personas 
interesadas a la asignación inicial de Residencia. Es decir, en la reapertura del expediente para la revisión 
del PIA, como segunda opción de la propuesta principal de recurso residencial, no quedando claro por 
qué no se aplica el mismo criterio en el PIA inicial o, al menos, se permite su reformulación automática 
llegado el caso.

Ya hemos puesto de relieve en memorias anteriores que la forma de actuar de las Delegaciones 
Territoriales en estos casos no siempre es la misma. Pues bien, esta circunstancia se ha puesto nuevamente 
de manifiesto al hilo de la tramitación de la queja 19/0071, iniciada de oficio. Es por ello que desde 
esta Institución hemos recomendado que se elaboren y publiquen unas instrucciones, que sirvan de 
instrumento para homogeneizar y dar una respuesta clara y única a cuál haya de ser la tramitación a seguir 
tanto en los casos en los que en el PIA esté prescrita la atención residencial como primera opción y la 
prestación económica vinculada como segunda, como en los casos en los que en el PIA no esté prescrita 
inicialmente tal prestación vinculada.

“Procedimiento de 
adjudicación de plazas 
residenciales para 
dependientes mayores”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/son-necesarias-instrucciones-que-uniformen-los-criterios-para-el-acceso-a-plaza-residencial-de-las
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/son-necesarias-instrucciones-que-uniformen-los-criterios-para-el-acceso-a-plaza-residencial-de-las
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La insuficiencia de plazas residenciales para personas en situación de dependencia con perfiles 
precisados de centros específicos, continúa preocupándonos especialmente. Entre las recomendaciones 
que se vienen haciendo desde esta defensoría viene siendo habitual las que explicitan la necesidad de 
aumentar el número de plazas residenciales en centros públicos o concertados, especialmente en las 
capitales de provincia, donde la propia Agencia de Dependencia admite que la demanda es muy superior 

a las plazas existentes disponibles (queja 19/0071). Pues 
bien, dicha carencia de plazas disponibles es aún más 
acuciante cuando se trata de personas dependientes con 
perfiles más específicos.

En particular, demandan asiduamente nuestra 
intervención las familias de personas con trastornos del 
espectro autista, por la escasez de plazas residenciales 
destinadas a este colectivo y, en consecuencia, las 
ocasiones en que se ven abocadas a optar por otro tipo 
de recurso (como son la unidad de estancia diurna, 
la prestación económica para cuidados del entorno 
familiar o el servicio de atención residencial para 
personas mayores), a veces ni siquiera adecuado al perfil, 
claramente insuficiente e insatisfactorio.

Especialmente nos trasladaron algunas personas que en el mes de septiembre iban a adjudicarse nuevas 
plazas residenciales concertadas en una Residencia ubicada en Sevilla (Residencia Parsi de Autismo 
Sevilla), cuya asignación no es pacífica (queja 19/4729 y queja 19/5497). De acuerdo con la información 
facilitada por la Administración, los criterios aplicados por la Agencia de Dependencia para cubrir las 14 
plazas concertadas en la nueva Residencia han respetado el riguroso orden de incoación de los mismos, 
tal y como establece la Instrucción 01/2011, de 19 de abril, en su apartado 2.2 Interpretación del 
apartado 3 del artículo 15 del Decreto 388/2010 de 19 de octubre, por el que se regula el régimen de 
acceso y traslado de personas en situación de dependencia a plazas de centros residenciales y centros 
de día y de noche, en coherencia con el art. 71.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Asimismo, indica que del total de expedientes 
que han sido asignados a dicho centro, todos han accedido a plaza concertada mediante el procedimiento 
de revisión del PIA, estando adjudicadas por parte de la ASSDA diez de las 14 plazas a fecha de octubre 
de 2019.

En realidad, la disconformidad de las personas que acudieron a esta Institución, estaba basada en la 
problemática citada más arriba, es decir, en haberse resuelto “en falso” el expediente, al haber tenido que 
aceptar un recurso no ajustado al perfil del familiar con trastorno del espectro autista, en un momento 
en el que no existía plaza idónea. Una vez que surge tal plaza, demandan obtener el cambio de recurso, 
en un procedimiento administrativo, el de la Dependencia, inflexible y lento.

Las personas con problemas de salud mental, patología dual, conductas auto y heterolesivas, y las 
dificultades que su encaje en algún recurso de la Administración, social o sanitaria suscita, continúa 
preocupando a esta Institución, ya que si bien, por fortuna, no es cuantioso el número de casos que se 
nos trasladan, sí son muy perentorias las necesidades que plantean.

En el subcapítulo dedicado a Salud y, más específicamente, en el apartado que aborda la Salud Mental, 
relatamos la situación que viven muchas familias, fundamentalmente personas mayores o incluso vecinos, 
sin habilidades, fuerzas ni capacidad para afrontar las difíciles situaciones que plantea la convivencia 
con determinadas personas que padecen un trastorno mental o una patología de esta índole agravada 
por adicciones, sobre todo cuando exteriorizan conductas de autolisis o heterolesivas.

La necesidad de un tratamiento de Salud Mental a la altura del padecimiento y la inconcreción del 
recurso adecuado cuando de personas que tienen reconocida la situación de dependencia se trata, lleva a 
las familias y a esta Institución, a recurrir alternativamente a la Administración Sanitaria y a la competente 

“Nos preocupa, 
especialmente, la 
insuficiencia de plazas 
residenciales para personas 
en situación de dependencia 
con perfiles precisados de 
centros específicos”
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en materia de Dependencia, sin saber a ciencia cierta si la solución vendrá dada de la posibilidad de un 
tratamiento más estrecho e intenso en el ámbito sanitario, si deberá buscarse en un recurso residencial 
idóneo del Sistema de la Dependencia, o cuál de ambas Administraciones asumirá la determinación de 
abrir una alternativa en beneficio de la persona afectada, de su familia y de la comunidad. La respuesta, 
en todo caso, debería ser conjunta y coordinada.

La situación de angustia que sufren las familias se refleja en quejas, como la queja 19/4738, en las que 
unos padres ponen sobre la mesa la falta de recursos adecuados, de acogida y de tratamiento, para 
atender a personas, como su hijo, que padece trastorno límite de la personalidad. En dicha queja se 
describe cómo el desamparo, la destrucción paulatina de la familia y la desesperanza es el día a día de 
la convivencia con esa enfermedad, tanto para el paciente como para todo su entorno.

Entre los asuntos que destacan por su peculiaridad, aludimos a la revisión del grado de dependencia 
solicitado para un hijo afectado por una adicción concreta, la ludopatía, además de su diagnóstico de 
trastorno mental (queja 19/4910).

En un plano positivo, merece destacar el asunto planteado en una queja en que se había denegado el 
traslado de centro residencial de una persona con psicodeficiencia y, finalmente, la Administración estimó 
la pretensión, revocando la resolución denegatoria (queja 19/1670).

Y por último, terminaremos con una veta de esperanza, aludiendo a la queja 19/3307, iniciada de oficio 
a raíz de una denuncia, por presuntos malos tratos de un hijo con problemas de salud mental hacia su 
madre, gracias a la cual se consiguió que los servicios sociales visitaran la unidad familiar y que tanto la 
madre como el hijo, en tratamiento en salud mental, accedieran a un cambio de recurso de dependencia, 
de una unidad de estancia diurna a un centro residencial.

1.3.2.2. Personas con discapacidad	

1.3.2.2.5. Este tema en otras materias

1.3.2.2.5.1. Igualdad, Urbanismo y Vivienda	
...

Asimismo, queremos dejar constancia de que, de oficio a finales de 2018, iniciamos la queja 18/7272, 
aún en tramitación, sobre la necesidad de adaptación de los bloques de viviendas plurifamiliares, para 
resultar accesibles a personas con discapacidad y mayores de 70 años, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Disposición Adicional 3ª del Real Decreto Legislativo 1/2013, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad y su Inclusión Social, que dispone la 
obligación de realizar tales obras en los inmuebles que permitan ajustes razonables en todos los espacios 
y edificaciones existentes a 4 de diciembre de 2010 y cuyo plazo terminó el 31 de diciembre de 2017.

...

1.3.2.2.5.3. Servicios de interés general y consumo	
...

- Queja 19/0213, en la que las personas promotoras, un matrimonio de 77 años en el que el marido tiene 
una discapacidad del 80%, nos trasladaban que habían comprado una vivienda adaptada y que Endesa 
no atendía su solicitud de alta el el suministro eléctrico, por lo que permanecían viviendo en una tercera 
planta sin ascensor, al no poder mudarse.

...

Algo similar ocurre con las miles de personas que en Andalucía, sea por razones de edad o por enfermedad, 
disponen del servicio de teleasistencia para comunicar cualquier incidencia que requiera la ayuda o la 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/trasladaran-a-su-hijo-dependiente-a-otra-residencia-mas-cercana-a-la-familia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/trasladaran-a-su-hijo-dependiente-a-otra-residencia-mas-cercana-a-la-familia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-situacion-de-presuntos-malos-tratos-de-un-hijo-a-su-madre
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-eliminacion-de-barreras-arquitectonicas-en-los-edificios-andaluces
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-fin-logran-el-alta-del-suministro-electrico-para-poder-mudarse-a-la-vivienda-accesible-adquirida
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intervención de los servicios especializados. El corte en el suministro puede privar a estas personas de un 
servicio que se ha demostrado en muchas ocasiones que salva vidas.

No es infrecuente recibir escritos de queja en los que se demanda que las empresas suministradoras 
garanticen la ininterrumpibilidad del servicio eléctrico reclamando que las empresas sufraguen el coste de 
aparatos (generadores, SAI, etc) que garanticen la continuidad del servicio en caso de corte y aduciendo 
para ello lo dispuesto en el art. 52.4 de la Ley 24/2013, reguladora del sector eléctrico, que estipula la 
prohibición de la suspensión del suministro en caso de afectar a servicios esenciales (hospitales, colegios, 
etc) o a personas en situaciones personales de riesgo (enfermos ventilodependientes, personas con 
discapacidad o dependencia, familias con menores de 16 años).

La petición no puede ser asumida por cuanto confunde la suspensión voluntaria del suministro por parte 
de la empresa en supuestos determinados, como puede ser el impago de facturas, con la interrupción 
involuntaria del suministro por problemas técnicos, accidentes, por incidencias meteorológicas o cualquier 
circunstancia similar.

Las empresas no pueden suspender voluntariamente el suministro a servicios esenciales o a personas 
con circunstancias especiales, pero no están obligadas a garantizar la continuidad del servicio en caso de 
corte fortuito o no programado. Por tanto, no es viable jurídicamente exigir de las mismas que sufraguen 
la adquisición de aparatos o sistemas de alimentación ininterrumpida. Lo único que podría demandarse es 
algún tipo de preaviso a estas personas en caso de corte programado del servicio, para que tengan tiempo 
de adoptar las medidas de salvaguarda que estimen necesarias.

1.3.2.3. Servicios Sociales	

1.3.2.3.1. Personas Mayores	
Las personas mayores van conformando un porcentaje cada vez más cuantioso de nuestra sociedad, de 

tal modo que, siempre que, como hasta ahora ha sido, sigamos considerando como mayores a las personas 
de 65 años o más, las estadísticas presentan una previsión de pirámide poblacional en la que el número de 
residentes en Andalucía incardinados en este tramo vital superará el millón y medio de habitantes a partir 
del año 2021, en una evolución ascendente en los años venideros. Aún así, puesto que nuestra comunidad 
autónoma es la más poblada de España, el porcentaje de personas mayores de 65 años no alcanza el 15% 
respecto al total de la población, que según el último censo publicado por el INE (a fecha de 1 de enero de 
2019), asciende a 8.414.240 habitantes.

Lógicamente, este incremento de personas mayores tiene una importante influencia en múltiples 
sectores, desde el económico hasta el de la organización y sostenimiento de los servicios públicos y, más 
particularmente, de servicios y prestaciones sanitarios, sociosanitarios y sociales, que en lo sucesivo no 
puede soslayarse entre los pilares de vertebración del sistema.

Desde un plano más corto, por lo que en este subcapítulo interesa, no podemos sino concluir que las 
personas mayores carentes de autovalimiento, en mayor o menor medida, también sufren las deficiencias 
del Sistema de la Dependencia y les alcanzan los retrasos en la valoración de la discapacidad.

Como especificidades propias de su tramo vital, citaremos las que surgen en torno a la necesidad de 
mantener su vinculación como parte de la sociedad, el respeto a su voluntad en el acceso a recursos 
públicos, el aseguramiento de la calidad en el funcionamiento de los mismos y la organización y gestión 
adaptada a la población mayor de las zonas rurales.

Uno de los grandes retos a los que se enfrenta nuestra sociedad es combatir la soledad y aislamiento que 
padecen, en especial, las personas mayores, que hace mella en su salud, tanto física como psíquica. En 
este sentido, la Administración debe procurar articular todo tipo de políticas públicas, medidas y recursos 
para paliar dicha situación.

En este contexto, el servicio de ayuda a domicilio que prestan los Ayuntamientos con financiación propia, 
o los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales a través de la financiación del Sistema de la Dependencia, 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-13645
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cumple no solo la función de prestar un servicio que ayuda a la persona mayor con las tareas domésticas o 
de higiene personal, sino, a su vez, con la de dar compañía a personas que, en ocasiones, por impedimentos 
físicos no pueden salir de sus hogares y, en otras tantas, no tienen familiares o amigos con los que poder 
relacionarse o mantener algún tipo de vínculo afectivo, por lo que el servicio de ayuda a domicilio viene a 
constituir en muchos casos para estas personas mayores algo parecido al establecimiento de una relación 
de quasi-amistad o familiaridad con el personal auxiliar que les atiende.

Atendiendo a dicha realidad, desde esta Institución queremos incidir en la importancia de la correcta 
coordinación y planificación para el buen funcionamiento del referido servicio, de manera que no se 
produzcan cambios constantes o injustificados del personal auxiliar que lo desarrolla (queja 19/5463), 
no se cambien sin justificación los días y horarios previamente programados de prestación del servicio 
para evitar las molestias que estas alteraciones causan a las personas mayores, generalmente, con unos 
hábitos prefijados y que se desestabilizan con más facilidad (queja 19/4846) o, si es posible, se atienda a 
la preferencia de la persona mayor de que quien acuda a su casa para ayudarle en tareas, como el aseo 
personal, por pudor, sea un hombre o una mujer (queja 19/0578).

Tal y como hemos expuesto, para las personas mayores, en especial, las que viven solas, supone un aspecto 
positivo el mantener un vínculo de confianza y de cierta afectividad con la persona que acude a su casa a 
prestar el servicio de ayuda a domicilio. Esta circunstancia se pone especialmente de relieve en la queja 
19/2772, en la que la persona dependiente, que es 
sordociega, solicita que no le cambien a la auxiliar que 
venía atendiéndola, con la que había mejorado mucho en 
autonomía, por ser la única que conoce la lengua de signos 
y técnicas guía con experiencia trabajando con personas 
sordociegas y, por ello, la única con la que puede mantener 
una relación de comunicación y afectividad personal, más 
allá del cumplimiento de sus labores de ayuda a domicilio.

En conexión con lo anterior, destacaremos, una vez 
más, la importancia del respeto a su voluntad, explícita 
o implícita, fundamentalmente a la hora de asignarles un 
recurso residencial que no provoque una ruptura con sus 
vínculos familiares y afectivos (como examinamos en la 
queja 19/0071 anteriormente citada).

Desde esta defensoría se viene encomendando que cuando la Administración elabore el PIA tenga en cuenta 
y respete la voluntad que la persona dependiente o sus familiares hayan manifestado de acceder a una plaza 
residencial dentro del ámbito del municipio en que ellos residan e, incluso, en un determinado centro, ya 
que son numerosos los casos en los que la persona dependiente lleva años ingresada en un concreto centro, 
al que ya está habituada y del que sacarla supondría un efecto desfavorable con consecuencias negativas, 
tanto desde el punto de vista psicológico como afectivo.

Son numerosos los casos en los que la familia, consciente y voluntariamente, acepta esperar el tiempo 
que sea necesario hasta que quede vacante una plaza en el centro concreto que demanda o en el municipio 
que haya señalado. En tales situaciones, entendemos que la Administración debería contactar con la 
persona dependiente o con su familia para ofrecerles como segunda opción la prestación económica 
vinculada al servicio de atención residencial, aunque no esté propuesta de forma alternativa en el PIA, 
sin necesidad de que medie un previo desistimiento para reiniciar el expediente y poder acceder a dicha 
prestación.

Igualmente consideramos, en sentido inverso, que aún cuando la prestación económica vinculada al 
servicio de atención residencial esté propuesta como segunda opción en el PIA, tras el recurso residencial, 
siempre debe recabarse el consentimiento de la persona dependiente o de su familia para su aprobación, 
no siendo aceptable que por parte de la Administración se apruebe la prestación vinculada sin dicho 

“Respeto a su voluntad, 
explícita o implícita, 
fundamentalmente a la hora 
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familiares y afectivos”
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consentimiento, ya que voluntariamente podrían decidir seguir en la lista de espera hasta que se produzca 
una plaza vacante en el centro que demandan o en un centro de su municipio de residencia.

Atendiendo el planteamiento expuesto, pudiera disminuir el número de familias que aceptan una plaza 
residencial en un municipio lejano al de su residencia habitual con la esperanza de que con la tramitación 
subsiguiente de un traslado van a poder optar en un breve periodo de tiempo a una plaza en el centro 
deseado sito en su localidad. En la mayoría de los casos dichas expectativas se ven frustradas, a lo que se 
une que el ingreso en un centro distante provoca malestar, desasosiego y perjuicios físicos y psíquicos, no 
solo en las personas dependientes, sino en sus familiares (esposo/a, hijos, sobrinos, hermanos, etc.). La 
distancia es un escollo, en especial, difícilmente superable cuando los familiares son, a su vez, personas 
mayores, que no disponen de vehículo y están aquejadas de problemas de salud que les limita en el uso 
del transporte público. Todo ello provoca la ruptura de los lazos afectivos, con la consiguiente repercusión 
anímica negativa y de deterioro físico que se exponen en muchas de las quejas que se tramitan (queja 
19/2272, queja 19/5005 y queja 19/1670).

En otro aspecto, queremos destacar la importancia del ejercicio de una adecuada labor de supervisión 
por parte de la Administración del funcionamiento de los centros residenciales para personas mayores, 
tanto públicos como privados, de manera que se garantice que los mismos ofrecen un servicio de calidad 
a sus residentes.

Es, no obstante, reducido el número de quejas en las que por parte de los residentes o, lo que es normal, 
por parte de sus familiares, se denuncia la falta de higiene, de limpieza, deficitaria alimentación, trato 
inadecuado por parte del personal al usuario o falta de personal auxiliar o de enfermería en centros 
residenciales.

Asimismo, se observa que la mayoría de dichas quejas son formuladas ante esta Institución sin que 
previamente los hechos que se exponen hayan sido formalmente puestos de manifiesto ante el centro o 
ante la Administración competente para inspeccionar los mismos; por lo que habitualmente instruimos 
a las personas de la conveniencia de denunciar los mismos por la vía que permita poner en marcha los 
instrumentos de control pertinentes. La mayoría de estas quejas han sido cerradas por falta de aportación 
de datos o requisitos necesarios de acuerdo con nuestra normativa para su tramitación (quejas 19/0036, 
19/2224, 19/6824 y 19/4158).

Para terminar, al hilo de las necesidades trasladadas habitualmente por las personas mayores de ámbito 
rural, debemos postular la adaptación de la organización y gestión de los recursos y servicios de que 
puedan beneficiarse a las condiciones de reparto poblacional, estableciendo las medidas que contemplen 
las especiales necesidades de las zonas rurales.

Para lograr dicho objetivo, se precisa una estrecha e intensa labor de colaboración y cooperación entre 
las Administraciones locales, Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales y, a su vez, entre estas y la 
Administración Autonómica, de forma que los recursos y servicios sociales de que se disponen puedan 
articularse de manera que satisfagan y beneficien a las personas que residen en zonas rurales en igualdad 
de condiciones con respecto a la población que reside en núcleos urbanos.

1.9. Movilidad y Accesibilidad	
1.9.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	

1.9.2.2. Accesibilidad	

1.9.2.2.1. Discapacidad en materia de tráfico	
Tramitamos la queja 19/1540 motivada por la solicitud de la persona reclamante al Ayuntamiento de 

Morón de la Frontera para que fuera instalada una plaza de aparcamiento para personas con movilidad 
reducida en las cercanías de su domicilio. Tras nuestra intervención, el Ayuntamiento nos comunicó que se 
había establecido una plaza de aparcamiento de estas características en la confluencia entre las calles Río 
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Guadalete y Río Guadaíra. De acuerdo con ello, habiendo accedido el Ayuntamiento a lo solicitado, dimos 
por concluidas nuestras actuaciones.

En la queja 18/3326, se planteaba por una Asociación de Personas con Discapacidad el problema derivado 
de la ocupación indebida de plazas de aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida. 
Se estimaba que el Ayuntamiento estaba actuando de forma pasiva ante esta situación irregular y abusiva.

En el curso de nuestras actuaciones, formulamos Recomendación en orden a que, por parte del 
Ayuntamiento, se emitiera respuesta expresa al escrito de la Asociación reclamante, indicando las 
actuaciones que se tuvieran previstas para impedir y sancionar el uso inadecuado de las plazas de 
aparcamiento reservadas para personas con movilidad reducida de forma que puedan ser utilizadas por 
las personas que realmente las necesitan.

Añadíamos que, de esta forma, se cumplirían las expectativas de la Asociación que llevaba esperando 
legítimamente bastante tiempo que dicho Ayuntamiento ejerza las competencias que le corresponden 
en materia de ordenación del tráfico para hacer respetar los derechos de las personas con discapacidad 
y movilidad reducida a la hora de que las plazas de aparcamiento reservadas no se vean ocupadas por 
personas desaprensivas.

En la respuesta municipal se nos indicó que, por parte de la Concejalía Delegada, se instó a la Policía Local 
a realizar un control periódico del adecuado uso de las plazas de aparcamiento reservadas para personas 
con discapacidad preferentemente en las horas en que el personal de la Asociación abre sus instalaciones, 
añadiendo que ello conllevó la imposición de 98 sanciones por este tipo de infracciones en los años 2018 
y 2019.

No obstante, por parte de la Policía Local se insistía en la conveniencia de denunciar de forma voluntaria 
e inmediata estas infracciones para reforzar la eficacia de la vigilancia periódica que se seguía efectuando.

Entendimos que esta respuesta suponía la plena aceptación de la Resolución formulada y que permitirá 
dar una solución adecuada al problema que motivó esta reclamación.

Por último, en este apartado, consideramos reseñable la queja 19/3803 en la que se nos exponía que 
se había presentado una queja ante el Ayuntamiento de Málaga debido a que la persona afectada se veía 
continuamente recriminada por transitar con la silla de ruedas de su suegra por los carriles-bici aceras. 
Pretendía que el Ayuntamiento le aclarara si se puede o no usar dichos carriles por las personas usuarias 
de sillas de ruedas.

Tras interesar al Ayuntamiento de Málaga una respuesta expresa a la cuestión planteada, se nos expusieron 
de forma pormenorizada las razones de seguridad que desaconsejan, según los informes de los técnicos 
municipales, el uso de los carriles-bici por parte de personas con discapacidad usuarias de sillas de ruedas, 
salvo el caso excepcional de que la zona peatonal no resulte accesible.

1.9.2.2.2. Personas con discapacidad y transportes públicos	
La carencia de autobuses adaptados que, según la persona reclamante que sufre tetraplejia, afectaba 

a la empresa concesionaria del servicio público de viajeros por carretera que comunica el municipio de 
Yunquera, motivó la presentación de la queja 18/6694.

Tras solicitar informe a la Delegación Territorial de 
Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio 
de Málaga, se nos indicó que la empresa se atenía a la 
normativa de accesibilidad aplicable en cuanto al número 
de vehículos adaptados añadiendo que, no obstante, 
dicha empresa había mostrado su disposición a facilitar al 
afectado sus desplazamientos en un vehículo que cumple 
los requisitos de accesibilidad, mediante comunicación 
previa por su parte.

“Un ascensor que 
permitiera acceder a la 
estación ferroviaria de La 
Nogalera”
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Así las cosas, estimando que, hasta que no se consiga la total accesibilidad de la flota de vehículos de la 
empresa concesionaria, la medida adoptada permite solucionar el problema, dimos por concluidas nuestras 
actuaciones.

Tramitamos de oficio la queja 18/1731 ante el Ayuntamiento de Torremolinos debido a los retrasos que se 
apreciaban en la instalación de un ascensor que permitiera acceder a la estación ferroviaria de La Nogalera 
en dicha localidad.

Interesándonos sobre las causas de este retraso, solicitamos información a Renfe Operadora y formulamos 
Sugerencia al Ayuntamiento de Torremolinos para que, con objeto de evitar posibles controversias que con 
frecuencia surgen con proyectos tan complejos como el que nos ocupa, por la Alcaldía y/o la Delegación 
Municipal que correspondiera, se mantuviera una línea de información y colaboración recíproca con Renfe 
Operadora que permitiera, llegado el caso, subsanar lo más pronto posible y de manera consensuada, los 
posibles conflictos o discrepancias que puedan surgir entre las partes haciendo posible que, finalmente, el 
proyecto pueda ejecutarse en el menor tiempo posible.

El Ayuntamiento aceptó nuestra Sugerencia y nos manifestó que colaboraba con RENFE para solucionar 
el problema de accesibilidad de la estación. Por ello, cerramos con el Ayuntamiento y continuamos 
actuaciones con Renfe Operadora para saber cuándo comenzarían las obras de eliminación de barreras 
en esta infraestructura.

Posteriormente conocimos que se habían adjudicado las obras para la reforma integral de la estación 
con un plazo de ejecución de 18 meses y que estas obras supondrían igualmente la plena accesibilidad de 
sus instalaciones. Consecuentemente, estando en vías de solución este problema, dimos por concluidas 
nuestras actuaciones.

La persona reclamante en la queja 17/4108 nos exponía que había formulado petición al Ayuntamiento de 
Estepona a fin de que fueran adaptados los vehículos y las paradas de los autobuses urbanos de las líneas 
1 y 2 de esa localidad con objeto de que puedan ser utilizados por usuarios de sillas de ruedas eléctricas, 
como ocurría en el caso de su hijo que, al disponer de una silla de estas últimas características, no podía 
acceder al transporte urbano.

El Ayuntamiento de Estepona en su respuesta nos señaló que los autobuses de la empresa concesionaria 
tenían incorporadas rampas manuales traseras para acceso en silla de ruedas. En cuanto a la adaptación 
de las paradas se indicaba que ya se contaba con informe favorable para la adaptación de la parada en el 
Centro de Salud La Lobilla y, en cuanto el resto de las paradas, se propondría su adaptación en el caso de 
que no cumplan con los requisitos exigidos por la normativa aplicable.

En relación con este informe, la persona interesada alegó, en síntesis, que no todas las paradas estaban 
adaptadas y que muchas de las rampas del viario no se adecuaban para su uso con sillas de ruedas eléctricas.

De acuerdo con ello, -como quiera que, por parte de los Servicios Técnicos Municipales, se señalaba, en 
anterior informe, que se tenía previsto evaluar el resto de paradas de las líneas 1 y 2 del Servicio Colectivo 
Urbano y se propondría, en su caso, su adaptación a las determinaciones del Decreto que las regula- 
nos dirigimos de nuevo al Ayuntamiento para conocer el resultado de la evaluación anunciada y, en base 
al mismo, de las previsiones temporales para la debida adaptación de aquellas paradas que presenten 
deficiencias para su uso por personas con discapacidad.

En su última comunicación, el Ayuntamiento informó en el sentido de que se estaba elaborando un 
estudio de las paradas de autobuses a fin de poder llevar a cabo obras de adaptación en ellas mediante el 
correspondiente programa de actuación, estando previsto el comienzo de las obras en el transcurso del 
segundo trimestre de 2019. Así las cosas, estimando que nos encontrábamos ante un problema en vías de 
solución a la vista de las obras anunciadas, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Relacionada con los continuos problemas de funcionamiento que afectaban, a juicio de la persona 
interesada que presentaba una discapacidad del 94%, a las plataformas elevadoras de los transportes 
urbanos de Granada, tramitamos la queja 18/5832.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/finalmente-la-estacion-de-cercanias-de-torremolinos-resultara-plenamente-accesible-para-las-personas
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-va-a-llevar-a-cabo-la-plena-adaptacion-de-las-paradas-de-autobus
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-adoptan-medidas-para-paliar-los-reiterados-fallos-de-las-rampas-de-acceso-en-los-autobuses


22

Desglose por temas • IAC 2019 

12. Personas Mayores

La empresa concesionaria argumentó, en síntesis, que disponía de todos los recursos posibles para tratar 
de minimizar las incidencias con las rampas con revisiones periódicas internas y otras que lleva a cabo el 
Ayuntamiento de Granada. Añadía que, al conocer las circunstancias especiales que le afectaban al estar 
realizando un curso, el Departamento de Calidad le comunicó un teléfono para dar cuenta de manera rápida 
de cualquier incidencia con las rampas y disponer de un servicio de taxi en tal caso.

De acuerdo con esta respuesta, aunque efectivamente cualquier incidencia de este tipo da lugar a múltiples 
perjuicios y molestias a las personas con discapacidad que puedan verse afectadas, lo cierto es que la 
empresa concesionaria parecía encontrarse sensibilizada ante estos problemas y, en la medida de sus 
posibilidades, impulsaba medidas para evitarlo o paliarlo.

Así las cosas, esperando que los reiterados problemas de incidencias de las rampas de acceso al autobús 
que motivaron la queja se hubieran visto solucionados o, al menos, reducidos de forma notable, concluimos 
nuestras actuaciones.

1.9.2.2.3. Barreras urbanísticas que impiden o dificultan la accesibilidad	
En esta materia han sido varias las quejas que han sido resueltas satisfactoriamente, bien sea tras 

nuestra petición de informe o tras dictar alguna resolución a la Corporación Municipal afectada. Pasamos 
a mencionar estos casos que, de alguna manera, permiten afirmar que los responsables municipales 
muestran una sensibilidad más creciente ante estos obstáculos que tan gravemente afectan a personas 
con discapacidad, mayores y ciudadanía en general y están dispuestas a adoptar medidas para eliminarlos, 
aunque en algunos otros no siempre es así.

En este orden de cosas, en la queja 18/3367 se planteaba la problemática general de barreras en los 
inmuebles e infraestructuras municipales de Barbate. Este Ayuntamiento indicó al respecto que se 
mantienen reuniones con la Asociación de Personas con Discapacidad de Barbate que se encuentra integrada 
en el Consejo Local de Accesibilidad del que la persona reclamante forma parte, añadiendo que se había 
conseguido una subvención para políticas de accesibilidad y remodelación del Ayuntamiento, destinándose 
una cuantía para funcionamiento de ascensores.

Es más, de posterior información que el Ayuntamiento hizo llegar, se desprendía la existencia de una 
manifiesta voluntad municipal de efectuar las mejoras y adaptaciones para facilitar la accesibilidad de 
las personas con discapacidad, aunque se aducía que algunas de las actuaciones necesitaban contar con 
financiación y ayuda oficial y asumir que supondrán, una vez se cuente con ellas, contar con partidas 
presupuestarias para su mantenimiento.

En consecuencia, al reconocer que el Ayuntamiento, en la medida de sus posibilidades, estaba intentando 
atender las mejoras que se demandan y dado que la propia persona afectada era miembro del Consejo 
Local de Personas con Discapacidad, le transmitimos nuestra estimación de que, a través del mismo, podía 
solicitar información sobre la aplicación progresiva de las medidas anunciadas cuando se dispusiera de la 
financiación necesaria a tal efecto.

Una persona de Atarfe nos planteaba en la queja 16/0706 que, tras una 
remodelación viaria, se habían instalado diversos alcorques que vulneraban 
a su juicio la normativa de accesibilidad. Tras varias actuaciones, ya en 2019, 
formulamos Recomendación al Ayuntamiento para que realizara cuantas 
actuaciones sean necesarias con objeto de que, en atención a lo recogido 
en el informe técnico de 23 de mayo de 2016 del Arquitecto Municipal, el 
acerado de la Avenida Diputación quedara adaptado a las determinaciones 
sobre accesibilidad y supresión de barreras urbanísticas en el plazo más 
breve posible.

En la respuesta municipal se expusieron las causas por las que las obras 
no se pudieron iniciar en la fecha prevista, pero se indicaba que los trabajos ya se estaban ejecutando 
en los términos del informe de 23 de mayo de 2016 y que se preveía su conclusión en un plazo máximo 
de dos meses. Además se añadía que también se tenía previsto dotar de accesibilidad a otras zonas del 

“Barreras en 
los inmuebles e 
infraestructuras 
municipales”
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municipio. Entendimos, en consecuencia, que ello suponía la plena aceptación de la Resolución formulada 
por esta Institución y que los problemas de accesibilidad que determinaron la presentación de la queja se 
encuentran en vías de solución.

Por la problemática general de las barreras existentes en los itinerarios peatonales del núcleo de población 
de Aguadulce en el municipio de Roquetas de Mar tramitamos la queja 17/2685 en la que formulamos 
Recomendación para que, informando a esta Institución, se emitiera una respuesta expresa sin más demoras 
al escrito de reclamación que se formuló señalando las actuaciones llevadas a cabo para la eliminación de 
las barreras urbanísticas existentes en la zona aludida o, en caso contrario, se expresaran las razones por 
las que ello no se hubiera estimado procedente o no haya sido posible.

En la respuesta municipal se nos exponían los antecedentes del asunto señalando, en relación con la 
problemática de accesibilidad en la zona del Camino de Torres, que es la que suscitaba especialmente la 
preocupación de la reclamación, que a fines de diciembre de 2018 comenzó la redacción del Proyecto de 
Mejora de la Accesibilidad en el camino citado, trabajos de redacción que culminaron en abril de 2019.

Así las cosas, estimando que ello, en términos generales, suponía la aceptación de la Resolución formulada 
por esta Institución, concluimos nuestras actuaciones instando a la Alcaldía para que la aprobación y 
ejecución en los plazos previstos del citado Proyecto determine una efectiva mejora de la accesibilidad en 
la zona en cuestión tal y como se demandaba.

El incumplimiento de un anuncio de eliminación de barrera urbanística que, según la persona interesada 
no se llevaba a efecto por el Ayuntamiento de Estepona, determinó la tramitación de la queja 17/6728. En 
ella, tuvimos que remitir Recomendación para que, por parte de la Alcaldía, se dictaran las instrucciones 
oportunas a los Servicios Técnicos Municipales con objeto de que, atendiendo a nuestra solicitud de 
información, se concretara el plazo aproximado en que dieran comienzo las obras de ejecución de una 
nueva rampa de acceso a los locales de la calle en cuestión y que permitieran eliminar la barrera urbanística 
existente en el viario público.

En la respuesta municipal se discrepaba en parte con nuestra Recomendación. Y es que, a resultas de 
este Informe Técnico se había llegado a la conclusión de que la solución proyectada confirmaba que nos 
encontrábamos ante un acceso de carácter privado cuya eliminación, contrariamente a lo presumido con 
anterioridad, correspondía en consecuencia a la comunidad de propietarios titular del mismo.

Por ello, se afirmaba que se procedería a dictar orden de ejecución a la titularidad del acceso, con objeto 
de llevar a cabo las actuaciones necesarias encaminadas al cumplimiento de la legislación en materia de 
accesibilidad, avisándole de su posible ejecución subsidiaria en caso de incumplimiento. El Ayuntamiento 
había determinado la solución técnica a adoptar y a quién corresponde su ejecución, manteniendo contactos 
con representantes de la Comunidad , a fin de que proceda voluntariamente a la eliminación de la barrera, 
mediante una acción concertada y con la colaboración municipal, para programar la ejecución de las obras.

De acuerdo con ello, estimando aceptada en lo substancial nuestra Resolución, al haberse explicado las 
razones de la no estimación total de la misma y esperando que los contactos que se venían manteniendo 
con los representantes de la Comunidad de Propietarios permitan abordar a la mayor brevedad posible las 
obras precisas, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

También formulamos Recomendación al Ayuntamiento de Morón de la Frontera en la queja 18/7418 en 
la que la persona reclamante denunciaba las deficientes condiciones de accesibilidad de un callejón para 
que diera respuesta a la mayor brevedad posible al escrito de reclamación señalando, en el caso de estimar 
favorablemente la petición formulada, las mejoras adoptadas para mejorar las condiciones de accesibilidad 
en el citado viario y el plazo aproximado en que se acometerían las obras previstas a tal efecto.

Se nos remitió Informe del Ayuntamiento, que indicaban las posibles actuaciones a realizar para mejorar la 
accesibilidad en la vía pública donde reside la persona afectada, añadiendo la estimación de que se podrá 
actuar (en el sentido indicado en el informe técnico), entre los meses de septiembre y octubre de 2019.

Por la madre de una persona menor usuaria de sillas de ruedas y por una Asociación de Personas con 
Discapacidad se nos remitieron sendas quejas, queja 19/0402 y queja 19/0404, por las barreras que 
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impedían acceder a este colectivo a la estación de Renfe y a un centro comercial de la localidad gaditana 
de San Fernando.

Por parte municipal se nos indicó que se mantenían reuniones con RENFE para sustituir los ascensores y 
las escaleras mecánicas por otros que se ajusten a la normativa de accesibilidad. Tras solicitar información 
sobre los plazos previstos para estas actuaciones, se nos dio cuenta de que el proyecto de ejecución se iba 
a concluir en breve, licitándose en octubre de 2019 con un presupuesto de un millón y medio de euros. Así 
las cosas, estimamos que nos encontrábamos ante un problema, la accesibilidad a la estación de RENFE 
y al centro comercial, en vías de solución por lo que, esperando la pronta ejecución de las actuaciones 
anunciadas, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

También tramitamos ante el Ayuntamiento de San Fernando la queja 19/0927 motivada por el hecho de 
que, a juicio de la persona interesada, las obras de remodelación de unas calles no preveían la eliminación 
de las barreras urbanísticas que les afectaban. Tras la admisión a trámite de su queja y antes de que nos 
llegara la respuesta municipal, nos comunicó el propio interesado que, tras las quejas vecinales a los 
técnicos municipales, se accedió a remodelar la obra efectuada en las calles afectadas y se garantizaba la 
adecuada movilidad por ellas, por lo que nos solicitaba dar por concluido este expediente de queja. Dado 
el expreso desistimiento del interesado, damos por concluidas nuestras actuaciones y así lo indicamos al 
Ayuntamiento.

Tras estas intervenciones positivas en materia de barreras urbanísticas, debemos también dejar constancia 
de tres supuestos en los que, lamentablemente, no obtuvimos ese mismo resultado debido a la ausencia 
de colaboración municipal.

Así ocurrió en la queja 15/2188 en la que se denunciaba que una comunidad de propietarios de Marbella 
había colocado unos pivotes o bolardos en el viario que impedían el tránsito y movilidad de personas con 
discapacidad usuarias de sillas de ruedas y el acceso a una playa del municipio sin que, por parte municipal, 
se adoptaran medidas efectivas para evitarlo.

Tras numerosas actuaciones, formulamos Recomendación al Ayuntamiento para que, sin más demoras 
fueran retirados los bolardos instalados que constituyen un obstáculo a la circulación, además de una obra 
o actividad ilegal, teniendo en cuenta que, desde 2015, se viene demandando la intervención municipal 
para ello. Al no obtener la preceptiva respuesta a esta Resolución pese a nuestros sucesivos requerimientos, 
dejamos constancia de esta ausencia de colaboración del Ayuntamiento de Marbella en este asunto.

En la reclamación de la queja 17/6363, por persona con discapacidad usuaria de sillas de ruedas, nos 
exponía que se veía singularmente afectada por las barreras urbanísticas existentes entre su domicilio y el 
centro de salud al que debía acudir con frecuencia. Nuestra petición de informe inicial al Ayuntamiento de 
Córdoba al que interesamos que nos indicara si estaba prevista la eliminación de las barreras urbanísticas 
que se denunciaban y, de ser así, el plazo aproximado en que se realizarían las obras precisas a tal efecto, 
no obtuvo respuesta alguna y tampoco nuestra posterior Recomendación para que se emitiera una respuesta 
expresa.

Por tanto, informamos de esta ausencia de colaboración del Ayuntamiento de Córdoba en este Informe 
Anual, al desconocer si se ha promovido alguna intervención u obra para la eliminación de estas barreras 
urbanísticas.

Tampoco dio una respuesta finalmente el Ayuntamiento de La Algaba en la queja 18/0702 en la que se 
exponía que, con motivo de la construcción de una rampa de acceso a garaje particular, se había originado 
una barrera en un itinerario peatonal impidiendo transitar por el mismo. Tras actuaciones previas, 
formulamos Recomendación para que, por parte de la Alcaldía, se dieran las instrucciones oportunas con 
objeto de que se emitiera un pronunciamiento sobre la petición de la persona interesada de que sea ese 
Ayuntamiento el que asuma la eliminación de la citada barrera urbanística, especificando si efectivamente 
se reconoce que la misma fue originada como consecuencia de una obra pública de adaptación de acerados 
o, en caso contrario, señalando las razones por las que dicha obra debe ser realizada por la persona 
reclamante.
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Se nos respondió indicando que, contrariamente a lo que en la reclamación se sostenía, no fueron los 
servicios municipales los que, con motivo de una remodelación del acerado, construyeron la rampa que 
origina la barrera urbanística y que serían los titulares del inmueble los que lo hicieran. Por ello, se había 
ordenado la demolición de dicha rampa y, en su caso, la ejecución de una nueva rampa que se atenga a la 
normativa de accesibilidad, orden que no habría sido cumplida.

A raíz de ello, reiterando nuestra Resolución, interesamos que se nos aportara información acreditativa 
de que, en ningún caso, fueron los servicios municipales los que, con ocasión de una remodelación del 
acerado, construyeron la rampa y, por otra parte, dado que la persona interesada sostiene que, en todo 
caso, la posible infracción urbanística se encontraría prescrita, si consta la fecha de ejecución de dicha 
rampa y, en consecuencia, si se ha producido o no la aludida prescripción. No obtuvimos nueva información 
por parte del Ayuntamiento de La Algaba, por lo que dejamos constancia de ello en este Informe Anual.

1.9.2.2.4. Las barreras arquitectónicas que afectan a las personas con 
discapacidad en edificaciones, establecimientos y locales de concurrencia 
pública	

Nos llegó reclamación contra el Ayuntamiento de Zufre en la queja 18/4487 debido a la ausencia de 
accesibilidad del salón de actos municipal, sin que los escritos de la persona interesada demandando una 
solución hubieran sido respondidos. Tras nuestra intervención, se nos informó por la Alcaldía del contenido 
del informe emitido por el personal arquitecto técnico municipal acerca de las condiciones de accesibilidad 
del salón de actos del Ayuntamiento que, en definitiva, viene a concluir que no se cumplen las condiciones 
objetivas de accesibilidad recogidas en la normativa correspondiente, añadiéndose que se estudiará la 
forma de solucionar el problema al objeto de adecuarlo a la ley.

A raíz de esta comunicación, interesamos que se nos mantuviera informados de la solución técnica que se 
adoptará para solucionar este problema de accesibilidad y el plazo aproximado en que se podrían realizar 
las obras precisas a tal efecto. Finalmente, se nos dio cuenta de la colocación de una rampa para poder 
acceder al Salón de Actos de esa población, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones.

También fue positiva la respuesta del Ayuntamiento de Córdoba en la queja 19/2010 , presentada 
por las barreras existentes en un palacio de deportes de esa capital. Tras varias comunicaciones con 
el Ayuntamiento, a través del Instituto Municipal de Deportes, se nos indicó que se habían atendido las 
peticiones de la persona interesada adoptando las medidas necesarias para eliminar los obstáculos que 
éste señalaba, con lo que cerramos nuestra intervención en este asunto.

En la queja 17/3664, se denunciaba que una dependencia municipal y diversos locales comerciales de la 
localidad de Adra presentaban barreras que impedían su uso por parte de personas usuarias de sillas de 
ruedas. El Ayuntamiento de Adra, tras nuestra petición de informe, nos indicó que el edificio de recaudación 
municipal se ajusta a la normativa de accesibilidad y que el mostrador tiene un hueco lateral que permite 
el acceso al interior con mesas para atención al público, añadiendo que también hay un despacho junto a 
la rampa de acceso para atención al ciudadano en mesas con una altura no superior a 80 centímetros. En 
cuanto al resto de los locales que suscitaban la queja, se explicaba su diferente situación con respecto a la 
normativa de accesibilidad aunque, en general, se exponía que no les resultaba de aplicación el Decreto 
293/2009, por no haberse realizado obras de reforma, ni cambio de uso.

Tras trasladar esta información para que pudieran formular alegaciones al respecto, no ha habido respuesta 
alguna, lo que nos permite deducir que por parte del interesado se da conformidad a la misma, por lo que 
hemos concluido nuestras actuaciones.

La queja 16/2897 fue presentada al entender la persona reclamante que las medidas del ascensor que se 
había colocado en el inmueble donde reside no se ajustaban a la normativa de accesibilidad. Debido a la 
ausencia de respuesta del Ayuntamiento de Sevilla a esta reclamación, formulamos Recomendación para 
que, por parte de la Gerencia Municipal de Urbanismo (GMU) se emitiera una respuesta expresa al escrito 
de reclamación, acerca de este presunto incumplimiento de la normativa de accesibilidad, indicando las 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-nuestra-intervencion-ya-resulta-posible-acceder-al-salon-de-actos-municipal-a-las-personas-con
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solucionaran-los-problemas-de-acceso-al-palacio-de-deportes-vista-alegre-de-cordoba
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-responder-a-un-ciudadano-que-denuncia-la-sustitucion-de-un-ascensor-que-no-se
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medidas previstas para que, en caso de resultar procedente, fuera subsanada dicha irregularidad y se vieran 
plenamente respetados los derechos de las personas con discapacidad.

En el Informe de la Dirección Técnica de la GMU se concluía, en síntesis, que la dimensión de la cabina 
del ascensor facilita el acceso en silla de ruedas, independientemente del tamaño de hueco total utilizado 
para la instalación del ascensor. Añadía que no podían valorar si las viviendas destinadas a personas con 
discapacidad en este edificio tienen o no la consideración de accesibles y que ello no se había justificado 
por la persona interesada a los efectos de considerar una dimensión mayor.

Recibidas alegaciones sobre esta respuesta municipal, entendimos que existía una discrepancia técnica 
municipal con el contenido de la Recomendación, por lo que damos cuenta de ello en este Informe Anual 
estimando no aceptada nuestra Resolución, aunque lo haya sido de forma argumentada y razonada.

Por último, queremos dejar constancia de que, de oficio, hemos comenzado la tramitación de la 
queja 18/7272. Y es que el 4 de diciembre de 2017 finalizó el plazo para que todos los bloques de viviendas 
hicieran las obras precisas para resultar accesibles a personas con discapacidad y mayores de 70 años, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional 3ª del Real Decreto Legislativo 1/2013, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de Derechos de las Personas con Discapacidad y su Inclusión 
Social, que dispone la obligación de realizar tales obras en los inmuebles que permitan ajustes razonables 
en todos los espacios y edificaciones existentes a 4 de diciembre de 2010.

Sin embargo, la realidad evidencia que aún existen innumerables edificios en los que tales ajustes y obras 
de adaptación no se han efectuado, con la consecuencia de que un elevado número de personas se ven 
imposibilitadas de salir de su domicilio por la carencia de ascensor, rampas o por no entrar su silla de 
ruedas en el ascensor disponible.

También se da la circunstancia de que, en muchos casos, las obras de adaptación realizadas, aunque 
mejoran la situación anterior, tampoco cumplen los criterios de accesibilidad universal. Según estimaciones 
disponibles del Consejo General de Colegios de Administradores de Fincas, en 2017 el 77% de los edificios 
no habían eliminado las barreras arquitectónicas.

Uno de los obstáculos que impiden la ejecución de las obras de adaptación radica en que, según la 
normativa de propiedad horizontal, han de ser solicitadas por la propiedad de la vivienda en la que vivan, 
trabajen o presten servicios personas con discapacidad o mayores de 70 años. Sin esta previa solicitud, las 
comunidades de propietarios no están obligadas a realizarlas, lo que supone una aparente contradicción 
con el Texto Refundido citado inicialmente.

Ante la problemática expuesta y esta posible contradicción existente entre las normativas de accesibilidad 
y propiedad horizontal, lo cual pudiera conllevar, en última instancia, una afectación de los derechos 
reconocidos en los artículos 14, 47 y 49 de la Constitución Española, con objeto de evaluar posibles 
actuaciones posteriores ante los ayuntamientos de nuestra Comunidad Autónoma en torno a este asunto, 
hemos considerado conveniente la apertura de esta queja de oficio para conocer la valoración que, 
al respecto, mantienen la Viceconsejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio; la 
Federación Andaluza de Municipios y Provincias y la Dirección General de Personas con Discapacidad. En 
el próximo Informe Anual daremos constancia del resultado de nuestras actuaciones.

1.11. Salud	

1.11.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	

1.11.2.2. Atención primaria	
...

Por su parte, la Resolución de 20 de mayo de 2019, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 
Salud, incorporó al Plan de Ordenación de Recursos Humanos del Servicio Andaluz de Salud los objetivos 
específicos antedichos y, constatando la necesidad de impulsar medidas que permitan el equilibrio entre 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-eliminacion-de-barreras-arquitectonicas-en-los-edificios-andaluces
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la tendencia creciente de jubilaciones y el escaso número de egresados actual que cursan estudios de 
especialistas en ciencias de la salud, posibilita la prolongación voluntaria de la permanencia en servicio 
activo hasta alcanzar los 70 años de edad al personal licenciado sanitario que reúna la capacidad funcional 
necesaria.

1.11.2.7. Derechos de los usuarios	

...

Abundando en el análisis de los derechos, dentro del ejercicio de la libre elección, destacamos, por su 
interés, la queja 18/2781, tramitada sobre la efectividad de este derecho por las personas mayores que 
viven en centros residenciales.

Iniciada en el año 2018, pero concluida en 2019, la promotora de la queja manifestaba que existía una 
vulneración de los derechos en materia sanitaria de las personas mayores que viven en residencias y, más 
concretamente, de su derecho a la libre elección de médico de atención primaria, que se derivaba de la 
prestación de la atención sanitaria en el nivel primario a estas personas, a través de su adscripción 
automática a la Unidad de Residencias (conformada por un médico y un enfermero/a), efectuada por la 
Administración sanitaria sin previa consulta de la persona afectada, por el hecho de mudar su domicilio a 
un centro residencial.

La respuesta ofrecida desde el Servicio Andaluz de Salud, reconoció que, ciertamente, se trata de una forma 
de organización que limita la libre elección, por razones relacionadas con otras finalidades, que entiende 
prioritarias, como la de garantizar la calidad y seguridad de la atención de los pacientes centralizando 
la asistencia de las personas en situación de fragilidad, con procesos pluripatológicos, en tales unidades 
de los centros de salud; o facilitar la comunicación de pacientes y cuidadores/as de la residencia con los 
profesionales sanitarios de la unidad.

En cualquier caso, dejó patente que la cartera de servicios de Atención Primaria no contempla la existencia 
de estas unidades específicas, de tal modo que cada unidad directiva decide la forma de organización más 
eficiente de sus recursos para la prestación de la atención sanitaria a las personas usuarias que residen en 
centros de mayores, previa valoración del número, tamaño, tipo de residencia y personal del que dispone.

Por lo que con carácter general interesa, nos parece importante 
dejar constancia de la constitución en 2018 de un grupo de trabajo 
en el Servicio Andaluz de Salud, destinado a analizar los diferentes 
modelos de atención sanitaria en los centros residenciales, 
al objeto de identificar medidas de mejora para una atención 
personalizada y de calidad a sus residentes, planificando su 
organización en torno a tres posibles opciones, a saber: el modelo 
tradicional, la creación de Unidades de Residencias y Equipos de 
soporte de coordinación de necesidades específicas y activación 
de los servicios necesarios; cuya determinación está vinculada al 
número de centros residenciales del área, su número de residentes 
y la dispersión geográfica.

Puesto que se trata de una cuestión intrínsecamente ligada a la atención sociosanitaria, es la Dirección 
General de Cuidados Sociosanitarios la que -conforme expresa el informe-, ha asumido la incorporación 
de la conclusiones obtenidas.

...

1.12. Servicios de Interés General y Consumo	
1.12.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	

“Vulneración de los 
derechos en materia 
sanitaria de las 
personas mayores que 
viven en residencias”
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1.12.2.1. Servicios de interés general	

1.12.2.1.1. Energía	

1.12.2.1.1.2. Los cortes de luz relacionados con el fraude en el suministro para 
actividades delictivas	

...

Dada la persistencia en el tiempo del problema y la creciente indignación que manifiestan las personas 
que, pese a tener contrato y cumplir fielmente con sus obligaciones de pago, deben soportar a diario las 
incomodidades y problemas derivados de los cortes de luz, esta Institución consideró que era necesario 
comprobar sobre el terreno la realidad del problema.

A tal fin, en noviembre el Defensor del Pueblo Andaluz realizó una visita personal a la zona norte de 
Granada en la que pudo comprobar la grave situación que viven a diario muchas personas que residen en 
estos barrios y conocer, a través de los testimonios de los profesionales de la educación y la sanidad que 
prestan servicios en la zona, las graves consecuencias que los cortes de luz suponen para toda la ciudadanía 
y, de modo especial, para los colectivos más vulnerables, como pueden ser los menores, las personas 
mayores o los enfermos crónicos.

En las visitas realizadas a algunos domicilios y en los encuentros mantenidos con profesionales y con las 
asociaciones y colectivos vecinales una cuestión reiterada y recalcada por todos nuestros interlocutores 
ha sido la convicción acerca de la responsabilidad que recaería sobre la empresa distribuidora por las 
deficiencias que consideran que presentan las instalaciones y equipamientos eléctricos de la zona, 
especialmente en aquellos barrios de construcción mas antigua.

En relación con esta cuestión tuvimos conocimiento de que la Delegación del Gobierno de la Junta de 
Andalucía, en el seno de la Mesa Técnica creada para afrontar los problemas de la Zona Norte, habría 
exigido una auditoría externa a Endesa con el fin de comprobar la calidad de las instalaciones y acreditar 
técnicamente el origen del problema. Asimismo, por noticias de prensa pudimos conocer que la distribuidora 
instalaría cuatro transformadores nuevos en la Zona Norte para reforzar sus instalaciones.

En este sentido, trasladamos a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada -organismo 
al que se adscribe el Servicio de Industria, Energía y Minas la petición vecinal para que se garantizara la 
fiabilidad e imparcialidad de la auditoría de instalaciones ordenada a Endesa. Asimismo hemos solicitado 
su valoración sobre las actuaciones desarrolladas en el seno de la Mesa Técnica para los cortes de luz en 
Zona Norte.

Por otro lado solicitamos la colaboración de Endesa a fin de conocer las motivaciones de la decisión de 
instalar transformadores nuevos y si consideran que con las nuevas actuaciones se pondrá solución definitiva 
a los cortes de luz en Zona Norte.

Igualmente nos dirigimos a la Subdelegación del Gobierno en Granada para conocer con detalle las 
actuaciones desarrolladas en el seno de la “Mesa Técnica para los cortes de luz en la Zona Norte”.

Al cierre de la redacción de este Informe, ya en enero de 2020, el Defensor del Pueblo andaluz, ha participado 
en una nueva reunión en Granada de la Mesa Técnica para luchar contra los cortes de luz en la Zona Norte 
donde hemos podido conocer el compromiso asumido por Endesa de aumentar la potencia instalada en la 
zona antes de fin del mes de marzo y mejorar las instalaciones eléctricas antes de fin del año 2020.

Estas medidas deberían servir para poner fin, de una vez por todas, a los continuos cortes de luz que sufre 
esta zona de Granada desde hace mas de 5 años. En este sentido, el Defensor se ha comprometido a hacer un 
seguimiento de las medidas anunciadas a fin de verificar su cumplimiento y confirmar la solución del problema. 
Asimismo, asume el compromiso de seguir insistiendo ante las Administraciones competentes en la necesidad 
de adoptar medidas, cada una en el ámbito de sus competencias, para regularizar el suministro eléctrico en 
la Zona y solucionar los problemas que comportan un grave riesgo para la seguridad de todas las personas.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/visitamos-a-vecinos-afectados-por-los-cortes-de-luz-en-la-zona-norte-de-granada
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/visitamos-a-vecinos-afectados-por-los-cortes-de-luz-en-la-zona-norte-de-granada
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-insta-a-que-se-solucionen-ya-los-problemas-por-los-cortes-de-luz-en-granada
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3. Oficina de Información y Atención a  la Ciudadanía	

3.3. Análisis cualitativo de las quejas	

3.3.6. Dependencia, Mayores y discapacidad	

...

Con respecto a la situación de las personas mayores son muchos las preocupaciones que nos trasladan: 
el envejecimiento de la población en los pueblos y comarcas que visitamos; la falta de transporte público; 
las dificultades para desplazarse a realizar tramites administrativos o sanitarios.

También nos llegan denuncias sobre el funcionamiento de los centros o residencias de mayores. Un familiar 
se quejaba de la limitación en el horario de llamadas y visitas de una residencia concertada. No quería 
presentar reclamación en la residencia porque temía represalias hacia su familiar. Otra persona nos traslada 
la denuncia que presentó ya que en la residencia en la que se encuentra un familiar, le han robado, le 
atienden mal y el equipo técnico no funciona correctamente; o que no hay suficiente personal para atender 
al número de personas mayores que tienen alojadas.

Ante estas situaciones de riesgo o de maltrato a nuestros mayores, animamos a los interesados a que 
en primer lugar interpongan reclamación ante el centro o acudan al teléfono de atención a las personas 
mayores (900858381). El objetivo principal de este servicio es la detección de posibles situaciones de 
riesgo de maltrato hacia las personas mayores, tanto en los ámbitos familiar y social, como institucional, 
y el establecimiento de los mecanismos de intervención que se estimen necesarios, facilitando asimismo 
la información específica sobre los recursos sociales que precise la persona usuaria.

Otra persona nos traslada su preocupación porque muchas personas mueren solas en sus casas y quiere 
saber si tenemos datos estadísticos. En este caso le informamos de la queja de oficio que tenemos abierta 
para valorar las actuaciones que las Administraciones Públicas Andaluzas llevan a cabo con las personas 
mayores que viven solas en el medio urbano, para facilitar a las mismas recursos asistenciales, comunitarios, 
de salud, culturales, de ocio, etc., que mejoren su calidad de vida, promuevan la participación social y 
coadyuven a facilitar la permanencia en su medio.

http://defensordelmenordeandalucia.es/atienden-la-reclamacion-ante-el-cambio-de-un-alumno-con-trastorno-del-espectro-autista-tea-de-aula
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/igualdadpoliticassocialesyconciliacion/areas/mayores/telefono.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/igualdadpoliticassocialesyconciliacion/areas/mayores/telefono.html
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-personas-mayores-que-viven-solas-en-las-ciudades-tienen-servicios-adecuados
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-personas-mayores-que-viven-solas-en-las-ciudades-tienen-servicios-adecuados
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-personas-mayores-que-viven-solas-en-las-ciudades-tienen-servicios-adecuados
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